CCASM Causa 1605 "V., F. C.  y otros c/ Municipalidad de San Isidro s/ daños y perjuicios" - Juzg. de origen: Cont. Adm. San Isidro


En la ciudad de General San Martín, a los 15  días del mes de octubre de 2009 se reúnen en acuerdo ordinario los señores jueces de la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en San Martín, Jorge Augusto Saulquin, H. Jorge Echarri y Ana María Bezzi, para dictar sentencia en la causa Nº 1605, caratulada "V. F. C. Y OTROS C/ MUNICIPALIDAD DE SAN ISIDRO S/ DAÑOS Y PERJUICIOS”, del cual surgen los siguientes

ANTECEDENTES

I. A fs. 518/525 el Sr. Juez en lo Contencioso Administrativo del Departamento Judicial de San Isidro rechazó la acción promovida por las Sras. H. E. C. y P. N. V. contra la Municipalidad de San Isidro.  Asimismo, hizo lugar a la acción promovida por el Sr. F. C. V. contra la Comuna mencionada y la condenó a abonarle la suma de $ 80.000 en concepto de daños y perjuicios; con más los intereses correspondientes a los depósitos a plazo fijo a treinta días del Banco de la Provincia de Buenos Aires, desde la internación del Sr. F. C. V., el día 09 de abril de 2003, hasta su efectivo pago. Finalmente, estableció las costas por su orden (art. 51 del CCA) y difirió la regulación de honorarios hasta que quedara firme la sentencia.

Para así decidir y luego de un pormenorizado relato de la demanda y su contestación, en primer término, sostuvo que atento a la negativa expuesta por la demandada (fs. 190 pto. 3.1) y no habiendo probado H. E. C. y P. N. V. el vínculo que las une con el Sr. F. C. V., correspondía el rechazo de la demanda respecto de aquellas.

Sentado ello, dijo el a quo que la causa se inició con el objeto de obtener el resarcimiento de los daños y perjuicios causados por la ineficiente registración del paciente F. C. V. y por la información errónea brindada por el Hospital Municipal de San Isidro.

Expresó que la internación del Sr. F. C. V. en el Hospital de San Isidro efectuada el día 9 de abril de 2003, por derivación del Hospital de Boulogne, con diagnóstico de Accidente Cerebro Vascular (ACV) no se encuentra debatida en autos; más allá de lo cual señaló que daban cuenta de dicha internación la documentación obrante a fs. 63, 125 y 425. Subrayó que las pertenencias con las que entró el Sr. V. al Hospital de San Isidro estaba identificadas en el libro de enfermería de Guardia (folio 379/380) cuya copia fiel obra a fs. 425 y destacó que entre las mismas se encuentra un DNI y un recibo del Banco Boston. Asimismo, afirmó que dichas pertenencias fueron registradas bajo el nombre Felipe Pérez (conf. fs. 89 -declaración en sede administrativa de la Sra. M. C. B.-).

Ello así, hizo alusión a lo dispuesto en los arts. 12 inc. 3 y 36 inc. 8 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires y 11 de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, de jerarquía constitucional (art. 75, inc. 22 de la C.N.).  Agregó el Sr. Magistrado de la instancia anterior que la Organización Mundial de la Salud (1946), define a la salud, como el “estado de completo bienestar físico, mental y social y no solamente la ausencia de enfermedad”. Expresó que este concepto globalista, que va más allá de la mera ausencia de enfermedad, además del bienestar físico y psíquico, hace referencia a aquéllos que tienen que ver con los conceptos de bienestar social. Afirmó que esta forma de entender la salud, compartida por nuestro sistema, toma al individuo y su entorno como un todo indivisible: bio-psico-social.

El Sr. Juez a quo manifestó adherir a la conclusión a la que arriba la Municipalidad de San Isidro, expresada en su página web, al sostener que: "llegamos de esta forma a una definición pluralista de salud, en la cual nuestro accionar de promoción debe estar orientado, no solamente al individuo, sino a todo su entorno".

Dijo que, a raíz de ello, el Hospital de San Isidro cuenta con Asistentes Sociales, encargados, entre otras funciones, de auxiliar a los pacientes en cuestiones referidas a su ámbito social.

Recordó que la ley 10.751, establece que se considera Trabajo Social a la actividad destinada a la atención de situaciones de carencia, desorganización y desintegración social (art. 2º). Indicó que en igual sentido, la perito sostuvo que "La asistente social es una integrante vital de los equipos multidisciplinarios de los servicios de rehabilitación hospitalarios" (fs. 455).

Así, entendió que teniendo en cuenta el concepto de salud vertido y que el Hospital de San Isidro cuenta con personal destinado a la tarea social, la localización de los familiares del paciente no era solamente una obligación del nosocomio sino una cuestión de sentido común; máxime teniendo en cuenta que la parte demandada tenía en su poder los elementos para encontrar a la familia de V.. Esto es, el DNI y el comprobante de depósito (cuya copia obra a fs. 6), como así también el ingreso en el Hospital de Boulogne (fs. 125), los cuales dan cuenta del domicilio del paciente. 

Por su parte, afirmó que la demandada no probó haber realizado las diligencias básicas para ubicar eficientemente a los familiares, pese a contar con los elementos necesarios para ello; lo cual -dijo-, se agrava por el hecho de tratarse de una institución dedicada a la atención de la salud. 

Sostuvo que en dicho marco, nada obsta a que en circunstancias especiales el intérprete pueda recurrir a la teoría de "las cargas probatorias dinámicas", que constituye un apartamiento excepcional de las normas legales que establecen la distribución del "onus probandi". Explicó, a mayor abundamiento, que haber considerado al paciente un indigente no deriva del razonamiento lógico de la sana crítica siendo que entre sus pertenencias obraba un comprobante de depósito a plazo fijo a su nombre. 
Concluyó en que no le asistía razón a la demandada cuando niega la búsqueda del Sr. V. por parte de la familia (fs. 192), pues dijo que existen en autos numerosos indicios que prueban lo contrario como la formulación de las denuncias ante la Comisaría Nº 3 -fs 8/9-, el pedido de habeas corpus -ver causa 7526- y la solicitud de averiguación de paradero -IPP nº 199.002-. 

Así, el Sr. Juez a quo, sobre la base de considerar acreditado que el ingreso de V. no fue registrado en los libros de admisión y ventanilla y que sus pertenencias fueron rotuladas con un nombre incorrecto, llegó a la convicción de que cuando la familia preguntó en el Hospital por el Sr. V., le informaron que no se encontraba internado allí, tal como se desprende de la declaración del Sr. E. A. D. (fs. 350 vta.) y de la documental de fs. 60 y 132.  Explicó que, más aún, habiendo localizado al Sr. V., en el Hospital de San Isidro, los familiares preguntaron por él en la Guardia y no lo hallaban registrado (ver fs. 65 y 86). 

Afirmó que en situaciones como la de autos no resulta razonable exigir a la actora probar que sus familiares consultaron en el Hospital toda vez que, salvo ciertas excepciones, la información brindada no es por escrito. Por el contrario, dijo, es responsabilidad del nosocomio acreditar que tomó los recaudos tendientes a ubicar a los familiares del paciente.

Sostuvo que la parte demandada tampoco acreditó la existencia de circunstancias excepcionales que le impidiesen buscar a la familia del Sr. V.. 

Hizo mención al descargo presentado en el sumario administrativo por la Lic. B. (fs. fs. 89) en el que manifestó haber tomado conocimiento del caso del Sr. V. el día 24 de abril de 2003 y que en la historia clínica surgía que había sido derivado del hospital de Boulogne; también relató que por intermedio de la asistente social de la salita "Mitre" se informa a la familia que el Sr. V. se encontraba internado en el Hospital de San Isidro. 

El a quo dijo que de lo expuesto, habiéndose localizado a los familiares del Sr. V., al comunicarse la asistente social con el Hospital de Boulogne de donde había sido derivado (conf. fs. 425), surge que de haberse efectuado las acciones correspondientes desde el día del ingreso del paciente, el perjuicio al que fue sometido el actor se hubiera evitado.

Así, concluyó en que quien contrae la obligación de prestar un servicio lo debe realizar en condiciones adecuadas para llenar el fin para el que ha sido establecido, siendo responsable de los perjuicios que causare su incumplimiento o su irregular ejecución. La idea objetiva de la falta de servicio encuentra fundamento en la aplicación por vía subsidiaria del art. 1112 del Código Civil que establece un régimen de responsabilidad por los hechos y las omisiones de los funcionarios públicos en el ejercicio de sus funciones, por no cumplir sino de una manera irregular las obligaciones legales que les están impuestas. Ello pone en juego la responsabilidad extracontractual del Estado en el ámbito del derecho público que no requiere, como fundamento de derecho positivo, recurrir al art. 1113 del Código Civil, con cita en jurisprudencia de la Suprema Corte de esta Provincia).  Asimismo, sostuvo que ello pone en juego la responsabilidad extracontractual del Estado, que se compromete en forma directa, ya que la actividad de sus órganos realizada para el desenvolvimiento de sus fines ha de ser considerada propia de aquél, que debe responder de modo principal y directo por las consecuencias dañosas que son causadas por su actividad. 

Sentado ello, resaltó que la actora reclama indemnización por el daño sufrido al verse impedido de la contención familiar que debió tener, en tiempo oportuno, a raíz de la deficiente registración de su ingreso en el Hospital de San Isidro sumada a la ausencia de búsqueda de los familiares por parte del nosocomio.  Afirmó el Sr. Juez que atento que el ingreso del Sr. V. al Hospital ocurrió el 9 de abril de 2003, que el personal del nosocomio recién se contactó con los familiares el 6 de mayo de 2003 y en virtud del tipo de patología diagnosticada al paciente, el mero transcurso del tiempo sin contar con sus seres queridos, es indicio del daño sufrido por el actor.  En ese orden, indicó que del informe pericial obrante a fs. 454  surge que resulta crucial la colaboración familiar para la evolución de un paciente con este tipo de patología (segunda pregunta) y que la participación familiar es siempre de gran ayuda en estos casos ya que se constituyen en valiosos auxiliares de los enfermeros de turno (respuesta sexta – fs. 455 vta.). En definitiva, concluyó en que los padecimientos sufridos por el actor se encuentran debidamente probados. 

En cuanto al tratamiento psicoterapéutico, afirmó el a quo que en virtud de que la pericia no establece que la lesión padecida sea permanente debe evaluarse como temporaria y remitible con abordaje psicoterapéutico (art. 474, CPCC) y que, ante la falta de pautas para establecer la duración de esa terapia, debe fijarse el monto de los daños y perjuicios en función del artículo 165 del CPCC. Fijó la suma de $ 7.500 en concepto de tratamiento psicoterapéutico que deberá abonar la Municipalidad demandada.

En cuanto al tratamiento farmacológico señaló que acreditada la existencia de lesiones determinantes de la necesidad de un tratamiento médico-farmacológico y de los comprensibles traslados hacia y desde los centros asistenciales durante la convalecencia, debe admitirse que se ha incurrido en gastos por esos motivos, en consonancia con la importancia y duración de las prestaciones verosímilmente requeridas; aunque con la salvedad de que la ausencia de prueba documental específica de los mismos sólo es justificable con respecto a los desembolsos realizados en momentos de verdadera urgencia y de escaso monto, pero no en cuanto a los importes significativos, que no excusan la ineludible carga probatoria asertiva de parte de quien pretende el reintegro por la vía judicial. Por ello, fijó la suma de pesos $ 3.750, en concepto de tratamiento farmacológico que deberá abonar la Municipalidad demandada.

En cuanto al daño moral, sobre la base del daño sufrido como también las circunstancias personales de la actora, fijó en tal concepto la suma de $ 68.750. 

Consecuentemente, admitió la demanda por la suma de $ 80.000, a la que deberá adicionarse la tasa que pague el Banco de la Provincia de Buenos Aires en sus depósitos a plazo fijo a treinta días, desde la internación del Sr. F. C. V., el día 09 de abril de 2003 hasta su efectivo pago.

II. Contra el citado pronunciamiento, el letrado apoderado de la parte actora interpuso recurso de apelación en cuanto rechaza la demanda respecto de las codemandantes H. E. C. y P. N. V. (fs.533/538).

Considera falso lo afirmado por el a quo pues considera debidamente probado el vínculo entre los coautores a través de los siguientes medios de prueba: 

a) instrumentos públicos: (i) poder general judicial de fs. 3/5 que no fue redargüido de falso del que surge que los cónyuges en primeras nupcias C. F. V. e H. E. C.; (ii) el IPP 199002, en dicho instrumento público no redargüido de falsedad se encuentran la denuncia penal de H. R. V. y la declaración testimonial prestada por E. D.; (iii) la historia clínica de V., confeccionada por la demandada consta que al actor C. F. V. lo retira del Hospital de San Isidro, su hija P. N. V.; (iv) Libro de Pertenencias  de Guardia (fs.- 383 vta.), donde hay constancias de que las pertenencias son retiradas por su hija P. N. V..

b) Prueba confesional ofrecida por la Municipalidad de San Isidro, en la respuesta a la posición décima del actor C. F. V. se expresa que es cierto que todos los llaman F., su mujer, su hija;

c) Declaraciones testimoniales de fs. 337, 346/348, 349 y 350;

d) Pericial Médica realizada por el Dr. Lipko que no fue impugnada ni observada por la Municipalidad de San Isidro, donde dice que el actor concurre acompañado de su hija P. V. y su esposa, H. E. C.  

En definitiva, entiende irrelevante la mera negativa genérica expresada por la demandada a la luz de sus propios actos, tanto anteriores como posteriores a la mera negativa. 

En tal sentido, señala que la mera negativa expresada por la demandada “...por no constarle a (su) mandante” es contraria a los propios actos anteriores a la contestación de la demanda, cuando la Comuna reconoce y acepta expresamente el vínculo de la Sra. P. V. con el Sr. C. F. V., tanto cuanto la permiten retirar al paciente V. del Hospital como cuando hacen la entrega de las pertenencias. También, manifiesta, la Municipalidad reconoce los vínculos de las actoras en toda la tramitación del expediente administrativo (nº 8169/2003 -fs. 58/134).

Asimismo, expresa que la demandada en el propio escrito de contestación de demanda alude a los familiares del actor.

En idéntico orden de ideas, afirma que con posterioridad a la mera negativa genérica expresada por la demandada es inoficiosa frente al expreso reconocimiento de los hechos que la misma Municipalidad de San Isidro efectuó en las posiciones (art. 409, CPCC). En particular, indica que reconoció con las posiciones tomadas a P. N. V. que ella es hija del coactor C. F. V..

Finalmente, plantea la inconstitucionalidad de la sentencia (arts. 18, CN; 171, CP; 49 CCA y 163 CPCC), pues entiende que el rechazo de la demanda respecto de las coactoras no se ha fundado ni en ley ni en los principios jurídicos ni en los principios generales del derecho. Ha sido, a su juicio, lisa y llanamente una simple afirmación dogmática del sentenciante. De ese modo, su parte ve cercenado el derecho de defensa en juicio, toda vez que al desconocer la supuesta razón jurídica por la cual se ha negado su derecho, le es casi imposible ensayar una defensa.

III. Por su parte, la apoderada de la Municipalidad de San Isidro interpone recurso de apelación  contra la sentencia, solicitando que se revoque en cuanto es materia de agravio (fs. 547/549).

En primer término, se agravia en orden a que el juez entendió que la demandada no había probado haber realizado las diligencias básicas para ubicar eficientemente a los familiares pese a contar con los elementos necesarios para tal fin, agravándose la situación por tratarse de una institución dedicada a la atención de la salud. El apelante considera, en cambio, que cumplió con su obligación de brindar salud. Manifestó que el ingreso al Hospital de Boulogne quedó individualizado en el folio 50 del Libro de guardia y el traslado se hizo efectivo el mismo 9/4/2003 como surge del folio 11433 del Libro de Movimiento de Ambulancia. Destaca que el expediente administrativo como la historia clínica constituye instrumento público que no ha sido redargüido de falsedad por la contraria (art. 393, CPCC). 

Explica que nunca se recibió en los hospitales del municipio, pedido alguno de informe del paradero del actor, ni de los familiares, ni de la comisaría ni de Tribunal alguno. En todo caso, tanto la Policía como el Poder Judicial han fallado en lo que era su tarea específica, la búsqueda del paradero del actor y estas instituciones tienen los medios adecuados a tal fin. Expresa que no es tarea del personal del hospital proceder a la búsqueda de los familiares de los pacientes, sino brindar el adecuado tratamiento para la salud, lo que se cumplió debidamente. Y en ese sentido, manifiesta que la presunta búsqueda de los familiares en caso de haber existido fue negligente, inadecuada e inoficiosa.

Afirma que no se ha probado en autos la pretendida información errónea brindada por el Hospital de San Isidro. Objeta la afirmación del juez en orden a haber arribado a la convicción de que cuando la familia preguntó en el Hospital por el Sr. V. le informaron que no se encontraba internado allí, tal como se desprende de la declaración del Sr. E. A. D.. En ese sentido, recalca que el Sr. D., según sus dichos, es el esposo de una las actoras -por lo que resultaría directamente beneficiado por el resultado del juicio- y yerno de los otros actores. Además, señala que manifestó haber concurrido al Hospital de San Isidro, haber preguntado en la guardia, pero no haberse dirigido a la administración del mismo y reconoce haber tomado conocimiento del paradero de V. a través de la salita de Villa Hidalgo, es decir, por los medios arbitrados por el Hospital. Destaca que en un servicio de guardia nunca le podrían haber informado sobre los pacientes internados ya que no tienen registro de los mismos, en la guardia solo atienden las emergencias diarias, pretender información de los pacientes internados a través de la guardia es desconocer el funcionamiento de los hospitales que, además en el caso del de San Isidro, cuenta con carteles indicadores, se encuentra debidamente señalizado y tanto el personal del hospital en el área de información como el servicio de las “damas rosadas” brinda al público toda la información requerida. Por lo tanto, subraya, si los familiares del Sr. V. -circunstancia no probada- hubieran ido a la guardia a preguntar no se les habría informado por los pacientes internados, sino solo por las urgencias del día, razón por la que la búsqueda hubiera estado mal orientada y cualquier ciudadano que concurra al hospital goza de información correcta, por lo que en el área pertinente le hubieran brindado la información que buscaba.

Refiere que el resto de los testigos abona la ineficiencia de la búsqueda de los familiares que pretenden atribuir al municipio. Considera confusa y contradictoria la declaración de H. V., a quien entiende mendaz. 

En definitiva, afirma que el Sr. V. no fue encontrado por la pretendida afanosa búsqueda de sus familiares, ni por la policía ni el poder judicial, sino por la acción de personal hospitalario quien contactó a sus familiares a través de la salita próxima a su domicilio.

Tampoco considera cierta la afirmación del Sr. Juez sentenciante en cuanto a que se trató al Sr. V. como indigente, circunstancia que a su juicio no surge de autos; pero que de haber sido así, no habría variado el tratamiento en su salud.

Afirma finalmente en este punto, que no existe disposición legal que obligue a la búsqueda de los familiares de las personas internadas, cosa que sería de imposible cumplimiento teniendo en cuenta la cantidad de pacientes internados en los Hospitales del Municipio. Señala que no es responsabilidad de la comuna buscar a los familiares, sino la asistencia a la salud, lo que se cumplió acabadamente en el caso. De todas maneras fue a través del personal del hospital, asistente social, con los medios que este cuenta que se ubica a los familiares del actor. 

Como segundo agravio, y reiterando que no existe obligación legal incumplida, afirma que el sentenciante tampoco dice cual ha sido el perjuicio sufrido por el actor derivado de tal presunto incumplimiento. Así, dice que por los motivos expuestos precedentemente, no puede achacársele al Municipio la falta de contención familiar que dice haber sufrido el actor, pero aun así tampoco se encuentra probado en autos cual ha sido el perjuicio que sufrió el actor por tal impedimento. Refiere que las afirmaciones efectuadas por el a quo en torno a la falta de contención familiar, resultan generalidades que no establecen en el caso cual es el perjuicio o daño sufrido concretamente por el actor, tampoco establece que el origen de dichos padecimientos sean los días que estuvo internado sin sus familiares, teniendo en cuenta que el actor tenía una grave afección que lo mantenía inconsciente.

Señala que, además de que la falta de servicio no ha existido, tampoco se ha probado daño alguno y menos aún que dicho daño sea consecuencia de la falta de contención familiar durante la internación del actor. Señala que están en presencia de una persona mayor, con antecedentes de hipertensión arterial, tabaquismo, EPOC, que sufre accidente cerebro vascular del tipo hemorrágico en la calle, afección potencialmente mortal y que gracias a la buena atención del establecimiento donde fue atendido pudo sobrevivir a esa patología neurológica. Dice que el paciente desde su ingreso recibió la atención profesional adecuada, eficiente y con la urgencia necesaria, en primer término, para salvarle la vida, frenar la progresión de la hemorragia y por ende de la lesión neurológica, evitar complicaciones e intentar la recuperación del mayor porcentaje de capacidad funcional posible y que no se ha hecho reclamo económico alguno en función de una supuesta deficiente rehabilitación del Sr. V. en el tratamiento proporcionado en los hospitales dependientes de su representada. Luego el mismo personal del hospital hizo las averiguaciones pertinentes para dar con la familia del enfermo, a quienes se contactó. Concluyó así en que el servicio de salud brindado por la comuna ha respondido plenamente con los medios a su alcance.

Finalmente, se agravia que la sentencia hizo lugar al tratamiento psicoterapéutico y el monto, dice que las pericias producidas en autos no establecen que las lesiones padecidas por el actor tengan origen la internación. Alude a lo expresado por el Sr. Perito medico legista y psiquiatra, a que el perito no recomienda tratamiento psicológico para el actor, tampoco la pericial establece que la incapacidad de la actora sea producto de la internación o que se hubiere producido por tal circunstancia. Sostiene que el Sr. Juez no ha considerado la enfermedad de base del actor que es la incapacitante y cuyo perjuicio no puede atribuirse a la parte demandada. Así considera que resulta improcedente el rubro de tratamiento psicoterapéutico y por ende, también el tratamiento farmacológico, de cuya procedencia y montos -por altos- también se agravia. Expresa que no solo no se ha arrimado recibo alguno por tal rubro, sino que la actora se trató en el Hospital de San Isidro, donde la medicación es proporcionada en forma gratuita. Además, señala que no se tuvo en cuenta que la obra social con la que cuentan los actores cubre gran parte de los tratamientos y medicamentos.

Por último, se agravia del daño moral fijado por entenderlo abultado, desmesurado y sin relación alguna con las probanzas de autos.

IV. A fs. 551/556 la parte actora contesta la expresión de agravios, refutando -en lo sustancial- el recurso interpuesto por la contraria. 

V. A fs. 559/561 hace lo propio la abogada de la Municipalidad demandada, rechazando -en esencia- la apelación articulada por la actora y expresando que, para el caso que se haga lugar a la apelación por la actora en cuanto a la acreditación del vínculo, aún así  deben rechazarse las pretensiones de las actoras, por las consideraciones vertidas en el escrito de apelación de la sentencia recaída en autos.

VI. A fs. 564/565 y vta., este Tribunal resolvió declarar la admisibilidad de los recursos de apelación interpuestos. Consentida dicha resolución, se fijó el siguiente orden de votación, de acuerdo al sorteo efectuado: BEZZI – ECHARRI - SAULQUIN, estableciendo el tribunal la siguiente cuestión a resolver:

 ¿Se ajusta a derecho la sentencia apelada?

La Sra. Juez Ana María Bezzi dijo:

1º. Por cuestiones de orden metodológico, en primer término, abordaré el recurso traído por la Municipalidad demandada.

En ese sentido y relatados los antecedentes de la causa, a continuación me abocaré a reseñar las constancias que considero útiles para resolver el recurso en tratamiento.

a) expediente administrativo nº 8169 iniciado con motivo del reclamo efectuado por el Sr. E. D., familiar del Sr. V., con fecha 12/5/2003 en el que -en lo que aquí interesa-solicitó al Director del Hospital de San Isidro que justifique por qué razón no se dio aviso a la policía (que se encontraba notificada por una denuncia de averiguación de paradero) del ingreso del paciente para notificar a la familia ya que –según afirmó- contaban con datos precisos como el DNI donde consta la dirección de su domicilio real y que esto ocurrió después de 28 días y por medios más primitivos. Asimismo, solicitó que se justificara por qué se informó mal en reiteradas veces cuando los familiares fueron al establecimiento a preguntar por él o por un accidentado NN. De dicho expediente surge que:

 
(i) Con fecha 16/5/2003 (fs. 59) el Sr. Director Asociado del Hospital de San Isidro hizo referencia a las circunstancias expuestas por el denunciante con relación a la cuestión alegada y debatida en autos y derivó a los distintos servicios intervinientes “…a fin de recibir su descargo en el sumario iniciado para conocer el correcto registro de atención e internación de pacientes en los distintos libros de guardia, búsqueda de información cierta en los mismos por personal administrativo y/o médico que hubieren sido consultados; debido registro de personal de enfermería y control de pacientes internados en Sala, sin denunciar a servicio social la no concurrencia de personas allegadas a los mismos en los primeros tres días de internado, o en su defecto, toma de conocimiento por Servicio Social de los pacientes internados para efectuar en estos casos la(s) averiguaciones y notificaciones que correspondan…” (el subrayado aparece en el original).


(ii) a fs. 61 consta nota firmada por el Director del Hospital Municipal de Boulogne de la que surge que el Sr. C. V. ingresó a ese Hospital a las 11,50 hrs. del 9/4/2003 con diagnóstico de ACV no traumático y que fue derivado a las 12,45 hrs. para la realización de una TAC cerebral y posterior internación en el Hospital de San Isidro; nota que fue extendida –según surge de ella- “a pedido de su yerno E. D.”;


(iii) En lo que aquí interesa, el Jefe de Emergencias del mencionado Hospital refirió que el ingreso del paciente a la guardia quedó registrado en el Libro de Novedades de Guardia así como en el registro diario de enfermería. Refirió que no fue posible identificar al personal del Hospital a quien los familiares del paciente dicen haber solicitado información en varias oportunidades en horario vespertino. Destacó que los pacientes que ingresan por guardia por presentar la patología del Sr. V. no requieren intervención policial y la notificación a los familiares si estos no se hicieran presentes en las horas subsiguientes a la internación “ya no es una obligación para este servicio”. Manifestó que en cuanto a las pertenencias del paciente en cuestión, estas fueron recibidas por personal de enfermería según consta en el libro correspondiente (fs. 62). A fs. 63 un médico cirujano indica que el actor fue ingresado en la guardia derivado del Hospital y que fue internado en la cama 262 de UCI y debidamente registrado en el folio 46 del libro de internaciones de guardia y en el libro de enfermería (folio 379), señalando que no había datos de qué médicos fueron interrogados ni en qué días para responder este ítem.


(iv) el Sr. Jefe del Departamento de Estadísticas detalló la operatoria administrativa de los pacientes que se internan provenientes del Servicio de Emergencias: “los pacientes ingresados por derivación a la guardia son recibidos y asentados en los libros correspondientes por el personal de enfermería y profesionales médicos. El personal de ventanilla no interviene en la operatoria y no lleva registro de los casos. Si el paciente es internado en la guardia el personal administrativo entrega HC de Guardia, la asienta y la entrega a Oficina Central de Estadísticas para ser ingresada en el Sistema computarizado; el Servicio no está sistematizado aún. Al ingreso del paciente a internación general, la Oficina de Gestión de Internación es la responsable de requerir datos fehacientes a los familiares a los cuales se los cita por nota. Provisoriamente, hasta que la presentación de la documentación se cumplimente, el paciente es ingresado al sistema con los datos que provienen de la guardia, en este caso V. C. fue ingresado el día 10/04/03. Con respecto a lo manifestado por los familiares, el único personal identificado al que se le preguntó por el Sr. V., es el agente M. G. administrativo de ventanilla de guardia… cabe señalar que en ningún momento tuve información de que un familiar se encontrara buscando a un paciente internado; que el paciente estuvo ingresado al sistema al día siguiente de su ingreso, con datos provisorios, pero veraces; que no tuvimos información que la documentación se encontrara en el Hospital; que el Servicio Social no entregó información alguna a la Oficina de Gestión de Internación” (fs.64). Por su parte, el agente G. refirió que : “...en los primeros días de mayo se presentó por guardia un señor que manifestó ser familiar del referido paciente; con el objeto de conocer si el mismo se hallaba registrado en este nosocomio. Se recurrió a los libros de guardia: de Ventanilla, Admisión y Enfermería. En los dos primeros no se halló registro alguno, y el tercer libro no se llegó a verificar en su totalidad, dado que el solicitante se retiró porque una persona lo vino a buscar. Más tarde, se pudo comprobar que el paciente sí se hallaba registrado en el Libro de Enfermería…” (fs. 65). En lo que aquí interesa, de la Oficina de Gestión de Internación se indica que: “…referente al Sr. V. F. C., paciente que ingresa a la Sala de Unidad de cuidados intermedios el día 9/4/03 con datos provenientes de la guardia como V. C. sin más datos y sin poder aportar información alguna debido al estado en que se encontraba (accidente cerebro vascular hemorrágico); la oficina informa al Servicio Social de la asistencia de esta persona a las 48 hs. del ingreso del mismo como se hace habitualmente cuando ingresan pacientes en estas condiciones, y esperando información o respuesta alguna por parte del servicio social del cual no hemos recibido respuesta en forma inmediata...” (fs. 66). Por su parte la Dra. S. informa que a V. “...se realizó el tratamiento adecuado, de hecho pasó a sala de autocuidados por presentar buena evolución. El motivo por el cual reclaman los familiares es netamente administrativo, ya que todo paciente ingresado al hospital que no ha(y)a efectuado el trámite de internación en un plazo no mayor de 48 hrs. se avisa al servicio social de no encontrarse a los familiares” (fs. 67).


(v) La Jefa del Departamento de Enfermería sostuvo que: “...para este Dpto el pte de referencia nunca fue considerado N.N. ya que desde su ingreso figura su identificación en todos los registros pertinentes a este Dpto, con aclaración del lugar en donde se encuentran las pertenencias. En ningún momento hemos recibido pedido de informes por Gestión de Internación; Secretarías de Sala, ni Servicio Social hasta el momento que la familia se presenta....” (fs. 69). La Supervisora del Área de Internación –Enf. B.- sostuvo que: “el paciente ingresó excitado, desorientado en tiempo-espacio, medicado… dadas las características del paciente hubo que contenerlo para que no corriera riesgos, como por ejemplo arrancarse la sonda o vía periférica. El mismo se encontraba solo, sin familiar que se halla presentado en el turno mañana y sin posibilidades de obtener algún dato dado su estado de conciencia. Como era un paciente que provenía de otro servicio donde había estado internado, pensé que se habían realizado las gestiones necesarias para buscar a familiares. El día 29-4-03 el paciente por momentos comienza a ubicarse en tiempo-espacio (folio 44 del repord de enfermería clínica) y alrededor del 6-5-03 se encontraba orientado (folio 77 del repord de enfermería de clínica médica de hombres). Cabe destacar que en esos días mencionados la asistente social Sra. Cristina de ese servicio me comenta que había podido obtener algunos datos del paciente y que pudo localizar a familiares, pero con la novedad de que lo habían estado buscando por los medios de comunicación y en reiteradas oportunidades en la guardia del hospital sin obtener ningún dato. Pero recién tomo conocimiento de lo que estaba sucediendo cuando ella me informa de dicha situación, no antes, ya que no pidió si supervisión tenía algún dato sobre este paciente, lo cual hubiese permitido llegar a la obtención de los documentos, que se encontraban en supervisión de enfermería desde su ingreso. El paciente fue dado de alta el día 07-05-03 a las 18.30..….” (fs. 70). A fs. 71 la Lic. En Enfermería W. informa que recibió los efectos en una bolsa con una lista escrita a nombre del Sr. Felipe Pérez y que dentro de la bolsa se encontraba el DNI a nombre de “V. F.” y recibo del Banco de Boston, entre otras cosas.


(vi) El informe efectuado por Servicio Social a la Dirección refiere que: “Aproximadamente para el día 24/4/03 tomo conocimiento de este caso para evaluar en Sala (cama 201). Por lo observado en la HC y lo manifestado por residentes presenta un ACV, con afasia. Con fecha 28/4/03, trato de entrevistarlo pero sin resultado positivo dado que no puede verbalizar demasiado, solo alguna palabra suelta y monosílabos. Observo que podía comprender lo que se le preguntaba. A partir de allí, establezco cierta estrategia para ver cómo se puede clarificar la situación social y familiar del internado. Aclaro que en la H. Clínica sólo figuraba (en carátulas el parte de guardia) que refería haber sido traído de Hospital Boulogne. No figuraba ni domicilio ni calles en que fue asistido. Todos los datos de carátula luego fueron suministrados, por mí, al recomponer su origen y situación familiar y fueron proporcionados a la Srta. P. (gestión de internación cuando la familia aparece). Con fecha 5/05/03 reitero entrevista para evaluar si el paciente puede aportar más datos. Confusamente, expresa calle Sarratea pero con una numeración inexistente. Con el transcurso de los días, efectué las siguientes acciones: 1) Búsqueda en padrón (no figuraba) 2) Solicito a la A. Social de Htal. de Boulogne... traté de buscar en los Libros de Guardia o auxilio del Hospital algún dato 3) A través de ella me confirmó que en los libros de Boulogne figuraba el domicilio de calle A.L. 1025, José L. Suárez 4) Luego me comunico con la Sede de Acción Social de San Martín ... donde trato de averiguar si existe la calle... A través de Salud Pública de San Martín, me informan que en esa zona se encuentra la salita Mitre.... Luego me comuniqué con el Sr. .... (Jefe o Administrativo a cargo) a quien se le proporciona el apellido y nombre del paciente con la dirección obtenida. Este me informa que hablará el tema con el Asistente Social del lugar Lic. C.. Luego de 2 o 3 días, me vuelvo a comunicar. Finalmente a través del A. Social C. se informa a la familia que el paciente se encontraba en Hospital San Isidro, y se los cita a concurrir al S. Social. Ya ubicado con sus familiares y luego de haber efectuado una entrevista con los mismos, quienes se mostraban muy emocionados y a la vez consternados, pues según el hijo habrían preguntado en este Hospital previamente. Se los acompaña al sector de Sala evaluar con los médicos su alta y cuidados posteriores. 2) Luego el sector de Enfermería ya que reclamaban pertenencias. Allí se observa que se encontraba cerrado un paquete a nombre de “Pérez, Felipe” estando presente la hija coincidiendo las fechas de ingreso de éste, refiere que su padre también se llama “F.”. Se le solicita a la enfermera que dada la coincidencia proceda a abrir el bulto. Ante lo cual, se puede ver que dentro estaban: 1) el DNI (a nombre de V.) 2) llaves 3) anteojos 4) otro documento o papel que la familia tomó. Observaciones: Dejo constancia que si no hubiera efectuado los pasos que realicé probablemente el paciente seguiría…” (lo demás resulta ilegible – el subrayado aparece en el original -fs. 72/73 y vta.).


(vii) el Director Asociado del Hospital elevó a la Secretaría de Salud de la Comuna las informaciones recogidas de todo el personal médico y paramédico interviniente durante la internación del Sr. V. en el Hospital (fs. 74);


(viii) con fecha 11/9/2003 el Sr. Intendente Municipal dictó el decreto 1682 mediante el cual dispuso que por conducto de la Asesoría Legal se instruyese sumario administrativo, a los efectos de determinar las responsabilidades que pudieran emerger de los hechos de que se dan cuenta en el expediente 8169-H-2003;


(ix) se celebraron las audiencias en el marco del sumario administrativo, en las que diversos agentes, además de ratificar los informes presentados oportunamente (conf. fs. 86, 87, 88, 89), declararon -en lo que aquí interesa-: a) “...que ratifica  contenido y firma de la nota de fs. 7. que el dicente realizó la búsqueda en los libros de guardia junto al familiar para constatar si se encontraba internado y asentado el paciente que se buscaba. Que en los libros que revisó en esa oportunidad encontró al paciente en el tercer libro que revisaba, una vez ya retirado el familiar y lo encontró con el nombre de V. J. C.. Que esto fue en el libro de enfermería. Que estaba nombre apellido, edad y domicilio. Que esto sucedió en los primeros días del mes de mayo. Que antes de este día no sabía nada de la búsqueda. Que se entera por el familiar y a este nunca más lo vio. Que es muy probable que la derivación, dada la urgencia, hubiese producido que el paciente ingresara directamente a Terapia Intensiva o Intermedia. Queda constancia en el Libro de Enfermería dado que la Enfermera lo observa. Pero en este caso no queda constancia del ingreso en la Guardia. Que cuando el paciente ingresa inconsciente los datos los da el médico que lo acompaña. Que estos datos se los da al médico receptor en Terapia. Que esos datos quedan sentados en el Libro de Enfermería de Terapia. Que el familiar del paciente nunca más regresó a conversar con el deponente ni nunca más lo vio” (declaración de M. A. G. – fs. 86); b) “…Recibiendo los descargos de cada uno de los notificados se ha constatado que a fs. 5 el Dr. H. N., medico cirujano de guardia y Jefe de Guardia, constató que el paciente C. V. fue ingresado en la Guardia derivado del Hospital de la Ciudad de Boulogne el día 9 de abril del cte. año, con diagnóstico de accidente cerebro vascular hemorrágico e internado en la cama 262 de UCI y registrado en el Folio Nº 46 del Libro de Internaciones de guardia y en el Libro de Enfermería al folio 379. Las pertenencias fueron recogi(d)as por el personal del Turno Mañana de Enfermería constando en el Folio 380 del correspondiente Libro. Que a su juicio, y esto se lo manifestó al familiar, no era el camino correcto el que este había seguido para encontrar el paciente. Y entendiendo la preocupación de este familiar, considerando que según su versión la respuesta inicial del Hospital de Boulogne –verbal- fue que no le dicen que fue derivado al Hospital de San Isidro, información que aparece cuando le es requerida por escrito. Dado la importancia del tema es que se inicia el sumario administrativo. Que amén de todo lo expresado el paciente fue tratado por todos los servicios que debieron intervenir y se prestó toda la atención debida para estos casos....” (decl. Del Director del Hospital de san Isidro, fs. 87);  c) “...que el trámite de 48 hs. de aviso al servicio social para encontrar familiares lo realiza la parte administrativa del Hospital y nadie se presentó en los días subsiguientes a la sala de UCI, habiendo estado allí cuatro o cinco días. Que generalmente, las administrativas ponen en las Salas en forma manuscrita el nombre del paciente para que éste se comunique y cumpla con los requisitos administrativos de internación. Que mientras estuvo en su sala nadie se presentó y luego fue pasado a sala de autocuidados. Que en ningún momento a la dicente fue a verla ningún asistente social para certificar datos…” (decl. Dra. S. -Jefa de Terapia Intermedia, fs. 88); d) “… ratifica el contenido y la firma de su escrito de fs. 14/15 de las presentes actuaciones. Que la deponente se entera del caso aproximadamente el día 24 de abril cuando el paciente estaba en Clínica Médica. Que la Historia Clínica que vio la dicente estaba rotulada como V. C. DERIVADO DEL HOSPITAL DE BOULOGNE. Que la deponente recabó información a fin de encontrar a la familia del paciente…..” (decl. Lic. en Trabajo Social B. - fs. 89); e) “...manifiesta que es yerno de F. C. V.….que en la guardia del Hospital de la Ciudad de Boulogne le manifestaron que el día 9 de abril del cte. año no había ingresado ninguna persona llamada C. V.. Que esto lo preguntaba en la Guardia, y siempre le manifestaron que no había ingresado ni como C. V. ni como NN. Después fueron a revisar distintos nosocomios y al Hospital Central. Que la búsqueda la comenzaron el día 10 de abril y ese día concurrieron al Hospital de Boulogne y luego al Hospital Central y le manifestaron, siempre por la Guardia, que no se encontraba. Que para resumir, ubico a V. por intermedio de las gestiones de la Asistente Social y fueron al Hospital Central de San Isidro. Después de hacer todo lo que se debía hacer y como faltaba la dentadura de V. fue que se dirigió al Hospital de Boulogne a los fines de ver si allí estaba la dentadura. Asi que fue en ese lugar le dieron el certificado de fs. 3. Que el señor V. vive en la calle A.L. nº 1025 pero hay otra numeración que también se conoce y es el número 10.025. Que la antigua es 1025 y la nueva 10.025 del Partido de San Martín, en la localidad de José León Suárez. Que en definitiva es ubicado por la Asistente Social y la esposa del deponente recibió una comunicación personal en ese domicilio donde se le avisaba que V. se encontraba en el Hospital Central. Que esa comunicación fue un día antes del alta de V. en el Hospital de San Isidro. Que la que se movilizó y descubrió las pertenencias de V. es la Licenciada B....” (decl. del denunciante, E. A. D. - fs. 132). 


(x) El Director del Hospital Central de San Isidro informa –y adjunta copia certificada respaldatoria- que la internación del Sr. C. V. consta en el Libro de Novedades de Guardia –folio 46- y en el Libro de Enfermería –folio 79-; que en el libro de Enfermería folio 380 en el que constan las pertenencias del Sr. C. V.; que el Libro de Internaciones es a su vez libro de Novedades de guardia; y que el paciente fue ingresado en el sistema computarizado el día 10/4/03 –fs. 97/101-.

(xi) A fs. 127 obra copia del Libro de guardia del Hospital de Boulogne en el que consta la atención prestada al actor y en el domicilio se indica “L. 1025 localidad Boulogne”. Y a fs. 128 corre agregado “Seguimiento de Ambulancia” en el que se indica el nombre del Sr. C. V., pero no su dirección y se indica el destino “HCSI”.


(xii) que el Sr. Jefe del Departamento Sumarios entendió que correspondía realizar una denuncia penal por ante la Fiscalía General Departamental, solicitando al Magistrado interviniente que una vez concluida la causa, devuelva el presente a la Comuna con copia de lo allí resuelto. Para ello, consideró que el paciente había sido ubicado recién en vísperas de su alta, casi un mes después de su internación en el Hospital de San Isidro; que habiéndose agregado documental del Hospital de San Isidro y del de Boulogne y “...vistas esencialmente las contradicciones de la Asistente Social B. que manifiesta que no figuraba asentado como V., ni ningún domicilio que identificara su vivienda y a través de los Libros del Hospital de Boulogne certifica que vivía en A.L. 1025 de la localidad de José León Suarez, del Partido de San Martín. Esto ocurrió ya a los fines de su internación, dado que toma conocimiento el día 24 de abril de que había un paciente sin familiares y no identificado. Que durante la investigación sumarial, ...el ...-Director del Hospital de San Isidro-, dá una serie de datos que se contradicen totalmente con los dichos de la Asistente Social antes mencionada y para certificar la certeza de sus dichos, cuando es requerido, acompaña copia de la Historia Clínica de C. V., inclusive con el domicilio correcto. Entiendo que esta fuerte contradicción y sobre todo por los dichos de la Doctora S. ..., la cual refiere que todo paciente ingresado que no hubiese efectuado el trámite de internación en un plazo de 48 horas se avisa al Servicio Social de no encontrarse sus familiares, es que nos lleva a mantener esta postura puesto que a fs. 31 B. afirma que se entera de la internación el día 24 de abril y las pertenencias de V. estaban en un paquete rotulado como de Enrique Perez, y dentro del mismo se encontraban las pertenencias de V. C. F., sin perjuicio de considerar también es necesaria la intervención de la Justicia Penal puesto que los familiares manifestaron que faltaba una campera de cuero del paciente. Que teniendo en cuenta los dichos de los familiares, que los buscaron durante varios días y realizaron reclamos periodísticos y judiciales a los fines de ubicar a V. mas los dichos del Servicio Social de fs. (…), todo lo cual se contradice con el informe solicitado a fs. (…) que teóricamente manifiesta lo contrario. ¿Qué sentido tendría para la familia de V. buscar tan ansiosamente el paradero de él cuando según los Libros del Hospital de San Isidro consta el ingreso del paciente el día 9 de abril de 2003. ...” (fs. 133);


(xiii) Con fecha 21/11/2003 el Sr. Intendente Municipal dictó el Decreto 2077 mediante el cual dispuso que, por conducto de la Asesoría Legal Municipal, se efectúe la correspondiente denuncia penal (fs. 135);


(xiv) Con fecha 1/3/2005 por disposición del Agente Fiscal a cargo de la Unidad Funcional de Instrucción nº 1 del Departamento Judicial de San Isidro procede a devolver el expediente 8169H, haciendo saber que en la IPP 219414/10599 se dispuso el archivo de las actuaciones. A fs. 138 corre agregada resolución de archivo de fecha 12/12/2003. Para así resolver, el Sr. Agente Fiscal actuante consideró -en lo sustancial- que la asistente social debía  de dar con los familiares de V. a fin de hacerles saber de su internación. Dijo que la asistente social cumplió con las tareas propias de su oficio, aunque demoró en dar aviso a los mismos, dando cuenta de todas las gestiones para dar con ellos. Mientras esto sucedía -dijo- los familiares del paciente desconociendo su internación intentaban dar con su paradero, habiendo concurrido al Hospital de Boulogne donde quien se presentó (el yerno del paciente) no lo encontró registrado, aunque al respecto el empleado de la oficina de guardia refirió que cuando éste fue al Hospital comenzaron a buscarlo en los libros correspondientes pero se retiró del lugar antes que encontrara la constancia de ingreso del mismo al nosocomio, no regresando más, siendo finalmente puestos en conocimiento de la internación por intermedio de la asistente social. Asimismo, expresó que en relación a la conducta que se le atribuye a la asistente social por su retardo en la ejecución de los actos que le son propios en razón de su función, para la configuración del tipo, es menester que haya sido cometido con dolo directo, es decir, que haya tenido la voluntad maliciosa de retardar sus tareas, circunstancia ésta que no se encuentra acreditada en el legajo. Por otro lado, indicó que en relación a la desaparición de la campera del paciente, tampoco existen elementos de prueba suficientes como para determinar si ello fue consecuencia del actuar doloso de una tercer a persona y si fue facilitado por la negligencia de quien tenía su custodia a cargo; máxime tomando en cuenta que todas las pertenencias del paciente fueron ingresadas erróneamente bajo otro nombre (F. Pérez) y que fueron halladas casualmente debido a que coincidía aquel nombre de pila con el segundo nombre del paciente. En definitiva, sostuvo no haber encontrado en los hechos denunciados los requisitos para la configuración de los tipos penales en estudio.

b) Pericia Médica (fs. 450/457): En lo que aquí interesa, la Sra. Perito Médica hizo referencia a la Historia Clínica agregada en autos y entre las constancias a las que aludió, cabe destacar que con fecha 9/4/2003 se consigna que el Sr. V. es un “paciente de 62 años de edad que ingresa derivado del Hospital de Boulogne con un ACV hemorrágico…Vigil. Desorientado …con antecedentes de tabaquismo. Sin otros datos por difícil interrogatorio …”. Con fecha 10/4/2003 se indica: “respuesta verbal. Obedece órdenes. Paciente que evoluciona con deterioro del GSG con apertura ocular con dolor y respuesta confusa”. Con fecha 12/4/03 se indica “…respuesta verbal, obedece órdenes…”.

 La perito, en su informe, señaló que la “…colaboración familiar tiene una importancia crucial en la evolución de todo paciente que ha adquirido una severa discapacidad, en forma brusca e inesperada, que se encuentra confundido y temeroso, entre personas desconocidas y recibiendo las agresiones esperables en una patología como ésta. Todos los aspectos invasivos que se ejercen sobre una persona en esas circunstancias tales como: sonda nasogástrica, venoclisis, sonda vesical, movilizaciones o cambios de decúbito deben ser explicados repetidas veces y en un lenguaje simple, por alguien en quien el paciente confíe, un familiar. Las expresiones de cariño y ánimo, tan necesarias en este momento, no pueden ser sustituidas por el equipo terapéutico, aun con la mejor buena voluntad de éstos. La escasez de personal de enfermería es habitual en los hospitales, por lo cual muchas veces los cambios de decúbito no pueden llevarse a cabo cada dos horas, apareciendo primero escoriaciones superficiales en las zonas de apoyo (relieves óseos cubiertos por delgado tejido celular y piel) que luego se convierten en escaras y por último en úlceras”; “el proceso de rehabilitación por su complejidad, requiere, desde un primer momento, un equipo multidisciplinario, integrado, en un Hospital cuyo nivel permita la internación de un paciente con un accidente cerebrovascular agudo, que cuenta con áreas de Neurocirugía, Neurología, Terapia Intensiva, por: kinesiólogos, terapistas ocupacionales, médicos especialistas en Medicina de Rehabilitación, fonoaudiólogos, enfermeros capacitados en la temática, ayudas técnicas (equipamiento: colchón antiescaras, slings o cabestrillos para miembro pléjico, apoya pies). De la lectura de la historia clínica no surge la participación de otros integrantes del equipo de rehabilitación que no sea el kinesiólogo, quien evoluciona día por medio el tratamiento del paciente”.

Explica que con fecha 23/4/03 “se realizó IC a Servicio Social para evaluar posibilidad de externación del paciente” y sostiene la profesional que “Generalmente cuando un paciente se encuentra en etapa de alta médica se requiere la participación de la asistente social, pero en este caso han existido motivos suficientes para realizar una evaluación social precoz. Algunos establecimientos tienen una asistente social por sala de internación y en los cuadros clínicos potencialmente discapacitantes su participación es indispensable (caso de autos). La asistente social es una integrante vital de los equipos multidisciplinarios de los Servicios de Rehabilitación Hospitalarios”; al 25/4/03 se deja constancia en su HC que el paciente “permanece internado por  motivos sociales”, explicando la perito que ello significa que “se encuentra en estado de alta médica, pero no puede ser externado por factores sociales (…falta de familia o de una familia continente, una vivienda de gran pobreza a la que una persona de alta dependencia no puede ser restituida, la ausencia de medios económicos para lograr la subsistencia, alimentarse, por ejemplo)”; el paciente presenta escaras sacras “…desde el 29-04-03….”. Explica la profesional que los motivos de dicha dolencia habitualmente son inherentes a deficiencias en la relación enfermeros a cargo-pacientes o sea insuficiente cantidad de personal de enfermería en relación a los enfermos que debe atender cada uno de ellos. Lo principal es la prevención de las escaras, que consiste en cambios de decúbito frecuentes, habitualmente, cada dos horas, la colocación de colchones antiescara, higiene que evite el contacto prolongado de las heces con la piel, en especial en la zona sacra, mantener la piel de la zona de riesgo seca (zonas isquiáticas y sacra), como medidas mínimas. La participación familiar es siempre de gran ayuda en estos casos ya que se constituyen en valiosos auxiliares de los enfermeros de turno, que habitualmente están recargados en sus funciones. Además, refiere que dichas prácticas no constan en la Historia Clínica y que habitualmente aquellas son indicadas por el médico tratante y constan en la evolución diaria de enfermería. 

A su vez, indica, de acuerdo a lo surge de la HC que, con fecha 25/4/2003 el paciente refiere estar angustiado y con fecha 6/5/03 es evaluado por una psicóloga, quien refiere: “El paciente, al momento de la entrevista se encontraba con aspecto psíquico entre normal y obnubilado. Su actitud psíquica es pasiva. Actividad: hipobulia. Desorientado autopsiquicamente y temporo espacialmente. Sin conciencia de su enfermedad y su situación. Amnesia lacunar. Atención normal. Curso del pensamiento retardado. Contenido del pensamiento por momentos incoherente. No muestra signos de afectividad claros. Ilusiones de la senso percepción. Inteligencia normal. Juicio debilitado. Diagnóstico sindrómico: En evaluación. Diagnóstico presuntivo estructural: neurosis”.

Asimismo, la Perito Médica refirió que la demandada consideraba inoficiosa la designación de un perito médico especialista en rehabilitación ya que en autos los actores reclaman: tratamiento psicológico y farmacológico derivados de un estress postraumático y daño moral. 

c) con relación al punto anterior, cabe señalar que la demandada fue declarada negligente por el Sr. Juez de grado en la activación de la notificación del pedido de explicaciones formulado a la perito médica (fs. 498 vta. y 499);

d) El Sr. C. V. no surge registrado ni en el “Libro de Ventanilla de guardia” ni en el de “Guardia” del Hospital de San Isidro correspondiente al día 9 de abril de 2003 (confr. fs. 403/423). En cambio, se halla registrado su ingreso en el Libro de Enfermería de Guardia en los siguientes términos: “Schok. Sr. V.: Pte. Traído de Boulogne ACV con plan de hidratación, SNG y S vesical. Se entregan a supervisión pertenencias.” “Las pertenencias de valor el Sr. F. V.. Un reloj pulsera paddle, un manojo de llave, un monedero negro de cuero, …, un DNI, un recibo de Banco Boston….” (fs. 425 y vta.). ….Turno Tarde 9-4-03…. Sr. V. C., se le realizó ECG. Lab. Sube a UCI c 272 ACV hemorrágico”.

e) La Municipalidad de San Isidro informa, respecto del Libro de Pertenencias de Supervisión de Enfermería, que consta la entrega de pertenencias del Sr. F. C. V. a su hija N. V. DNI ...; el cual por un error involuntario fue registrado como Felipe Pérez, habiéndose subsanado posteriormente dicho error (fs. 382 - el subrayado aparece en el original) .

f) a fs. 39 vta. de la IPP surge que el 11/4/2003 inicia tratamiento kinésico, existen anotaciones en la historia clínica correspondiente a los días 14/4, y sig.

g) Pericia Psiquiátrica: me referiré a lo que surge de ella en su oportunidad.

h) se declaró la caducidad de la prueba pericial médica legista ofrecida por la Municipalidad de San Isidro (fs. 498 vta.) 

i) del oficio de fs. 380 suscripto por el Municipio surge que no existe un Estatuto Especial de personal médico y administrativo y que el personal municipal se rige por la ley 11757, y en especial, la carrera médico hospitalaria (ley 10471), encontrándose integrado el Servicio Social a la fecha de los hechos aquí debatidos por cuatro agentes.


j) causa de averiguación de paradero n° IPP 199002 – Dte. V. H. R.: (i) Con fecha 11 de abril de 2003 el Sr. H. R. V., quien dijo ser hermano del actor C. F. V. y domiciliarse en la calle Sarratea …. de Boulogne denunció que: con fecha 9 de abril de 2003 su hermano, que se domicilia en el mismo domicilio que él, salió de la finca mencionada hacia Unicenter a los fines de poder retirar dinero del Banco Boston, como lo realiza habitualmente una vez por mes, que al momento de retirarse se encontraba vestido con camisa color clara, pulóver claro, campera de cuero marrón, pantalón de vestir y zapato marrón. Manifestó que hasta esa fecha no había aparecido en la finca ni sabía su actual paradero... Dijo que era la primera vez que se ausentaba por tanto tiempo sin dar aviso. Manifestó hacerse presente en esa fecha pues recién ese día su cuñada E. C. le avisó de la ausencia de su esposo. Que luego de enterarse de lo sucedido se enteró que un amigo de la familia M. C.., teniendo como domicilio laboral (…) de Capital Federal, quien en una conversación casual comentó que lo había visto con fecha 9 de abril dentro de Unicenter entre las 10 y 10.30 hrs. con un diario bajo el brazo caminando sin ningún tipo de preocupación y que esa es la última noticia que tiene de su hermano. Entregó al efecto una fotografía actualizada del actor (fs.1/2); (ii) En idéntica fecha, el Sub-Comisario de la Comisaría San Isidro 3ra. Boulogne resolvió instruir la correspondiente investigación penal preparatoria por el hecho caratulado prima facie “Averiguación de Paradero” con la intervención de la Fiscalía General de Cámaras del  Depto. Judicial de San Isidro, con comunicación al Juez de Garantías en turno y la Defensoría Oficial de ese departamento judicial. Se dispuso recibir declaración testimonial de toda persona que surja con conocimiento del hecho y llevar a cabo toda otra diligencia no prevista y que resulte menester; (iii) A fs. 4 obra oficio dirigido al Sr. Fiscal Gral. de Cámara del Departamento Judicial de San Isidro, a efectos de comunicar averiguación de paradero del actor, indicándose su domicilio en la calle Sarratea ….; (iv) A fs. 6 se le recibe declaración testimonial a E. A. D., quien dijo ser yerno del Sr. C. F. V., quien dijo que hasta ese momento -14-4-2003-, el actor seguía desaparecido y dejó constancia que el día sábado posterior a la denuncia se hizo presente en esa seccional el Sr.- H. R. V. dando cuenta de que posiblemente el desaparecido estaría secuestrado en la Villa Hidalgo de José León Suárez, por lo que se hicieron actuaciones complementarias; (v) Recibidas que fueron las actuaciones a la Secretaría General de la Fiscalía de Cámara (15-4-2003), se remitieron a la Unidad Funcional de Instrucción n° 6. Con fecha 16-4-2003 el Sr. H. R. V. solicitó oficios para acudir a los medios de comunicación y poder recibir información de su paradero, autorizando a E. A. D. a retirar lo solicitado (fs. 9). A fs. 10 –con fecha 16/4/03- se dispuso el libramiento de oficios a los canales de televisión de señal por aire y los diarios La Nación y Clarín, los que fueron librados en la misma fecha y de cuyo retiro por el Sr. D. en idéntica fecha se dejó constancia; (vi) Con fecha 12/5/2003, la Sra. Agente Fiscal adjunta solicitó en forma urgente las actuaciones complementarias, que se hayan labrado en la Brigada de Investigaciones de San Isidro conforme lo declarado a fs. 6 (conf. Fs. 11); (vii) con fecha 29/8/2003 el Sr. SubComisario de la DDI informa a la Sra. Titular de la UFI 6 que luego de realizadas tareas de inteligencia a los fines de dar con el paradero de C. F. V. se logró establecer que con fecha 6/5/03 se encontraba internado en el Hospital de San Isidro a raíz de una descompensación que sufriera en la vía pública y que en “la actualidad el mentado V. se encuentra en su domicilio particular al cuidado de su esposa la Sra. I. E. de V., cuyo número telefónico resulta ser (…)”; (viii) con fecha 2/9/2003, la Sra. Agente Fiscal adjunta dispuso librar oficio al Hospital de San Isidro para que se remitieran fotocopias de la historia clínica del actor, así como también se dispuso recibir declaración testimonial a H. R. V. y se ordenó que la Instructora Judicial se comunicara telefónicamente con la Sra. I. E. de V. “a los efectos de averiguar sobre el estado de salud de su esposo C. F. V.”; (ix) a fs. 26 vta. surge nota suscripta por la Instructora Judicial de la que surge que con fecha 5/9/03 se comunicó telefónicamente “…con E. D. (yerno del Sr. C. F. V.) y su hermana E. D., quien se encuentra al cuidado del mismo, quienes me refieren que luego de la desaparición del Sr. V. el mismo fue encontrado un mes después con un cuadro hemipléjico, siendo ubicado a raíz del trabajo efectuado por la asistente social del Hospital de San Isidro, quien luego de algunas entrevistas con el Sr. V. pudo dar con sus familiares por datos aportados por el mismo, dado que no se encontraba debidamente registrado su ingreso en el hospital en el que se encontraba registrado como F. Pérez. Que al tomar contacto sus familiares con el Sr. V. en circunstancias de hallarse internado en el Hospital de San Isidro pudieron constatar que su DNI se hallaba entre sus pertenencias. Que asimismo el Sr. V. el día 9/04/03 había sufrido un accidente cerebro vascular en la vía pública habiendo sido internado en el Hospital de Boulogne para luego hacerse una tomografía en la clínica Santa Ana y ser intervenido luego en el Hospital de San Isidro. Que actualmente se halla realizando un tratamiento de rehabilitación en el Centro de Rehabilitación Ballester y cada quince o veinte días es asistido en su domicilio a través de la Obra Social como así también en la Clínica Santa Ana de Ballester…”; (x) con fecha 12/9/03 (fs. 28 y vta.) se recibió declaración testimonial al Sr. H. R. V. quien manifestó domiciliarse en “A.L. 1025 de José León Suárez” y que no tenía más interés porque “finalmente su hermano apareció. Exhibida que le fue la denuncia efectuada a fs. 1/vta. manifiesta que la ratifica en todas sus partes dado que es un fiel reflejo de lo acontecido en ese momento, reconociendo la firma inserta al pie de la misma como suya. Preguntado para que diga como pudo dar con el paradero de su hermano, CONTESTA: el hijo de un enfermo que estaba internado en el Hospital Central de San Isidro, escuchó que su hermano balbuceaba una dirección, entonces tomó nota y lo fue a ver al dicente. Al enterarse el compareciente llamó inmediatamente por teléfono al Secretario de la UFI 3 de San Martín y se dirigió luego al Hospital. Al llegar se hicieron presente casi en forma simultánea personal policial de la DDI de San Martín y sus familiares, preguntaron por la médica que lo atendía y se efectuó un acta una vez que el deponente reconoció a su hermano, quien se encontraba distinto, puesto que estaba internado desde hacía veintisiete días. Que todo lo que hizo debe figurar en la Fiscalía n°3 de San Martín. Que todo lo que se hizo debe figurar en la Fiscalía nro. 3 de San Martín. Luego lo llamaron y le dijeron que todo el tema ya había terminado. Cuando el que habla hizo la presente denuncia, lo buscó por todos lados con la ayuda de sus familiares y además en la desesperación de perder a su hermano y ante la hipótesis de que estaría secuestrado radicó otra denuncia por el mismo tema en una Comisaría de Villa Ballester, por eso intervino la Fiscalía n° 3 de San Martín. Lo que le pasó a su hermano fue que luego realizar el trámite bancario el día 9 de abril pasado, tuvo un accidente cerebro vascular en Villa Adelina, una señora le dio aviso a la policía y lo trasladaron al Hospital de Boulogne, de ahí lo enviaron a hacerle una tomografía computada y de ese “Hospitalito” lo derivaron al Hospital Central de San Isidro, puesto que su hermano padecía una enfermedad compleja y ahí quedó y a los dos días que lo encontraron le dieron el alta médica, habiendo quedado su hermano hemipléjico encontrándose en plena rehabilitación y recuperación. Que el ACV le agarro de repente, aclarando que su hermano siempre fue muy nervioso. Preguntado para que diga si su hermano estaba con los documentos al momento de su desaparición, DICE: que sí, puesto que había ido a hacer un trámite bancario (no retiró dinero) y tenía su DNI y todos los papeles. Al Hospital de Boulogne ingresó con todas sus pertenencias inclusive con el DNI y así lo derivaron al Hospital de San Isidro donde ingresó con todo, pero no sabe porque motivo lo anotaron con otro nombre el cual no recuerda. Preguntado para que diga si tanto el dicente como sus parientes y la Policía fueron a buscar a su hermano a los Hospitales de Boulogne y San Isidro, DICE: que en varias oportunidades fueron a los dos hospitales y a otros también y preguntaban si “C. F. V. ESTABA INTERNADO” las personas que lo atendían se fijaban en las planillas y le decían que no. Que estaba anotado en otros registros o con otro nombre por eso tardaron en encontrarlo. Que el Director del Hospital de San Isidro se notaba afligido y preocupado por lo que pasó al igual que la médica que lo atendía….”- (xi) con fecha 10/12/2003 la Sra. Fiscal resolvió desestimar la denuncia a tenor de lo dispuesto por el art. 290 del CPP, con fundamento en que del análisis del hecho denunciado por H. R. V., el mismo no encuadraba en ningún tipo legal de nuestro Código Penal, no resultando a su criterio “ninguna maniobra ilícita que diese lugar a una investigación.”

l) Causa 7526 Habeas corpus a favor de V. C. F. – Juzgado de Garantías n° 3 de San Martín: (i) Con fecha 21/4/2003 (fs. 1) el Sr. E. A. D. interpone recurso de hábeas corpus “ a favor de C. F. V., nacionalidad argentina, de 62 años de edad, de estado civil casado, de profesión empleado, domiciliado en la calle A.L. nº 10025 de la localidad de José León Suárez, por las siguientes consideraciones: 2. DNI…. que se lo vio por última vez en Sarratea y Amado Nervo (José León Suárez) el 9 de abril de 2003 a las 10.30 hs….”; (ii) con fecha 22/4/2003 el Sr. Juez rechazó el habeas corpus, con fundamento en que de los informes correspondientes surgía que el Sr. V. no se encontraba detenido en ninguna repartición de la Provincia y que no se había acreditado la acción u omisión que de algún modo restringiese la libertad personal del actor, por lo que su situación no encontraba comprendida en las previsiones del art. 405 del CPP (fs.5 y vta.). 

m) copia simple de la declaración testimonial prestada por el Sr. H. R. V. en la Comisaría San Isidro III, Boulogne el 18 abril de 2003, en el marco de las actuaciones sumariales caratuladas Secuestro Extorsivo con la intervención del Juzgado.

n) a fs. 113 vta. surge de la historia clínica que con fecha 16/4/2003 la médica que lo observó indicó que se encontraba lúcido.

2°. Reseñadas las constancias que –por el momento- considero útiles para resolver el recurso traído por la demandada, cabe tener en cuenta que entre los derechos cívicos, políticos y sociales, se encuentra reconocido el derecho a la información pública con la incorporación con jerarquía constitucional de diversos Tratados internacionales en el art. 75 inc. 22 y garantizado en los artículos 33 y 42 de la Constitución Nacional. 

Además, es dable subrayar que el Pacto de San José de Costa Rica prevé que toda persona tiene derecho a que se respete su integridad física, psíquica y moral (art. 5), como así también a la consideración de su honor y dignidad (art. 11).

En particular, cabe recordar que el art. 12 de la Carta Provincial dispone que: “Todas las personas en la Provincia gozan, entre otros, de los siguientes derechos:…3-  Al respeto de la dignidad, al honor, la integridad física, psíquica y moral. 4-  A la información y a la comunicación.” El art. 36, por su parte, establece que: “La Provincia promoverá la eliminación de los obstáculos económicos, sociales o de cualquier otra naturaleza, que afecten o impidan el ejercicio de los derechos y garantías constitucionales. A tal fin reconoce los siguientes derechos sociales: 1- De la Familia. La familia es el núcleo primario y fundamental de la sociedad. La Provincia establecerá políticas que procuren su fortalecimiento y protección moral y material…. 8- A la Salud. La Provincia garantiza a todos sus habitantes el acceso a la salud en los aspectos preventivos, asistenciales y terapéuticos; sostiene el hospital público y gratuito en general, con funciones de asistencia sanitaria, investigación y formación;…”.

En ese sentido, se ha sostenido que “…la prestación cumplida en el establecimiento sanitario oficial es la consecuencia de la asunción por el Estado de una función propia. El art. 36 inc. 8 de la Constitución de la Provincia, a más de consagrar explícitamente el derecho a la salud, garantiza, a esos fines, a todos sus habitantes el acceso a la prestación sanitaria en los aspectos preventivos, asistenciales y terapéuticos, sosteniendo el hospital  público y gratuito” (SCBA, causa Ac. 94.457, "García, Graciela Beatriz contra Hospital Interzonal de Agudos 'Pedro Fiorito' y otros. Daños y perjuicios").

Por su parte, la Ley Orgánica Municipal establece que corresponde a la función deliberativa municipal reglamentar: “…9. La instalación y el funcionamiento de establecimientos sanitarios y asistenciales; … en la medida que no se opongan a las normas que al respecto dicte la Provincia.” (art. 27) y que le corresponde al Concejo establecer: “… 1. - Hospitales, maternidades, salas de primeros auxilios, servicios de ambulancias médicas….”.

Bajo tal perspectiva, cabe subrayar que el Hospital de San Isidro cuenta con un Servicio Social, integrado por asistentes sociales, cuyo ejercicio profesional comprende, tal como lo refirió el juez de grado, “…la actividad de carácter promocional, preventivo y asistencial, destinadas a la atención de situaciones de carencia, desorganización y desintegración social que afectan a personas, grupos y comunidades y sus interrelaciones, así como la de aquéllas situaciones cuyos involucrados requieran el conocimiento y técnicas que determinen sus títulos habilitantes. La actividad profesional, por sí o en el marco de servicios institucionales y programas integrados de desarrollo social tiende al logro de una mejor calidad de vida en la población, contribuyendo a afianzar en ella un proceso socio-educativo”. 

En ese contexto, si bien resulta claro que el deber primario del hospital es la atención médica de la dolencia del paciente internado, ello no permite sostener que en determinadas y particulares condiciones pueda omitirse válidamente anoticiar a los parientes o allegados de los internados, en miras de una concepción integral del derecho a la salud. En efecto, se advierte la existencia de una serie de procedimientos o acciones que lleva a cabo el hospital, en su faz administrativa (vgr. Historia clínica), cuyo cumplimiento coadyuva –evidentemente- a asegurar la regular prestación del servicio de salud en su conjunto, encontrándose dentro de los deberes y obligaciones expresos o razonablemente implícitos. 

3°. Sentado lo expuesto, corresponde ingresar en el tratamiento del recurso traído por la Municipalidad de San Isidro, que –en sustancia- considera que no se configuran en el caso los presupuestos de la responsabilidad atribuida a esa parte, en relación al Sr. C. F. V..

En forma preliminar, y a modo de síntesis, cabe destacar que no ha sido controvertido y ha quedado acreditado en autos que: a) con fecha 9 de abril de 2003 el Sr. C. F. V. sufrió un Accidente Cerebro Vascular (ACV) en la calle y que fue trasladado -en un primer momento- al Hospital de Boulogne, desde donde -en la misma fecha- fue derivado al Hospital Central de San Isidro para su tratamiento; b) que en la emergencia el Sr. V. llevaba consigo –entre otras pertenencias- su Documento Nacional de Identidad y un recibo del Banco de Boston, que fueron registrados y guardados en el Hospital de San Isidro, aunque erróneamente, bajo un nombre distinto al del actor (Felipe Pérez).

4°. Establecida la ocurrencia del hecho que motiva la litis, corresponde tener presente que en el caso de autos se debate la responsabilidad del estado por omisión. 

En ese orden, el art. 1112 del Código Civil establece que: “Los hechos y las omisiones de los funcionarios públicos en el ejercicio de sus funciones, por no cumplir sino de una manera irregular las obligaciones legales que le están impuestas, son comprendidos en las disposiciones de este título.” 

Conforme a lo expuesto, los conflictos originados en dicha circunstancia, ponen en juego la responsabilidad extracontractual del Estado, que se compromete en forma directa, ya que la actividad de sus órganos realizada para el desenvolvimiento de sus fines ha de ser considerada propia de aquél, que debe responder de modo principal y directo por las consecuencias dañosas que son causadas por su actividad (cfr. CSJN, “Jorge Fernando Vadell c. Provincia de Buenos Aires”, sent. del 18-XII-1984).

La CSJN ha sostenido que esa responsabilidad directa basada en la falta de servicio y definida por dicha Corte como una violación o anormalidad frente a las obligaciones del servicio regular, entraña una apreciación en concreto que toma en cuenta la naturaleza de la actividad, los medios de que dispone el servicio, el lazo que une a la víctima con el servicio y el grado de previsibilidad del daño (Fallos 321:1124). Concluyó en que: “Que el factor de atribución genérico debe ser aplicado en función de los mencionados elementos de concretización de la regla general…” (cfr. CSJN, “M. 802XXXV, Originario, Mosca, H. Arnaldo c/Buenos Aires, Provincia de (Policía Bonaerense) y otros s/daños y perjuicios”, Sent. 06/III/2007).

Asimismo, ha dicho que: “…no puede afirmarse, como lo pretende el actor, que exista un deber de evitar todo daño, sino en la medida de una protección compatible con la tutela de las libertades y la disposición de medios razonables…” (cfr. CSJN, “M. 802XXXV, Originario, Mosca, H. Arnaldo c/Buenos Aires, Provincia de (Policía Bonaerense) y otros s/daños y perjuicios”, Sent. 06/III/2007).

En el supuesto de autos el carácter de agentes públicos del personal hospitalario no puede ni ha sido controvertido, ya que ese carácter lo tiene por la existencia de una relación de empleo público, sin que sea determinante para su configuración la retribución, la permanencia prolongada en el cargo, la fuente de la designación o la distinción jerárquica (cfr. SCBA, Ac. 84389, S. 27-IV-2005).  

El criterio precedentemente expuesto es el sostenido por la Corte Suprema de Justicia de la Nación y por la Suprema Corte de la Provincia de Buenos Aires (cfr. “Brescia” y “SCBA, Ac. 77960, “Monteagudo”, S. 14-VII-2006, entre muchos otros”). El Superior Tribunal provincial en la causa L. 71.070, “Giménez, Bonifacio contra Provincia de Buenos Aires. Daños y perjuicios”, por decisión de la mayoría sostuvo que: "…de la evolución jurisprudencial de nuestro Máximo Tribunal Federal y de la opinión de los doctrinantes se constata la construcción de un sistema de responsabilidad estatal con imputación directa, porque los funcionarios actuando en el ejercicio de su tarea son órganos del Estado, y con factor de atribución objetiva, que se trasunta a través de las denominadas “faltas de servicio”, ello con fundamento en la hermenéutica del art. 1112 del Código Civil”. Esto es, se objetiva la relación causal entre la actuación u omisión del órgano estatal y el daño de la víctima.

5°. En ese marco, me abocaré al examen de los agravios dirigidos a cuestionar la conclusión del juez respecto de la falta de servicio, como presupuesto jurídico de la responsabilidad.

En ese contexto, tal como se adelantara, si bien es cierto que el deber primario del hospital es la atención médica de la dolencia del paciente internado, ello no implica sostener que en determinadas y particulares condiciones -como en la especie- pueda omitirse anoticiar a los parientes o allegados de esa persona. 

En efecto, no es posible soslayar que el actor ingresó con un cuadro de ACV hemorrágico ocurrido en la vía pública, una patología de orden neurológico que deja secuelas (conf. Fs. 454) y que requiere rehabilitación, que se encontraba desorientado, solo, con dificultad para responder al interrogatorio que le formularon los profesionales (fs.  451 – foja 9 de la HC) y las enfermeras (conf. Ap. 1º, punto a, v de este voto), que transcurrió un lapso razonable sin que los familiares o allegados se acercaran al hospital y que el establecimiento contaba con un Servicio de Asistencia Social al efecto; circunstancias todas éstas que examinadas en su real dimensión imponían la oportuna y temprana intervención tendiente a dar aviso a los allegados. Justamente, es en circunstancias especiales como las que rodearon la internación del Sr. V. en que se requiere la notificación en tiempo de su entorno, que resulta un sostén fundamental para el paciente y su recuperación (conf. conclusiones perito médica). 

Cabe recordar que la Municipalidad de San Isidro niega que sea tarea del personal del Hospital proceder a la búsqueda de los familiares de los pacientes. 

En forma liminar, es dable señalar que tal temperamento no se condice con la conducta asumida por la Comuna en sede administrativa respecto a los hechos que aquí se ventilan. Y es que si la pauta general sostenida por la Comuna resultare de aplicación en todos los casos sin distinguir ni ponderar circunstancias especiales que determinasen la necesidad de ubicar a la familia de un paciente internado, no logra entenderse la razón por la cual luego de receptada la denuncia efectuada por el Sr. D., se decidió -por Decreto 1682/03- instruir un sumario y, fundamentalmente, se dispuso remitir los antecedentes a la justicia penal -por Decreto 2077/03- habiéndose señalado -por parte del Jefe de Sumarios- que el paciente había sido ubicado casi un mes después de su internación.

Sin perjuicio de lo antes expuesto, resulta de singular relevancia la operatoria administrativa empleada en el nosocomio en cuestión cuando un paciente es internado. Para ello, es fundamental tener presente que en el marco del sumario administrativo iniciado, el Director del Hospital derivó a los distintos servicios para recibir su descargo, requiriendo concretamente que se informara sobre los siguientes aspectos: a) correcto registro de atención e internación en los distintos libros de guardia; b) búsqueda de información cierta en aquellos por personal administrativo o médico que hubiere sido consultado; c) debido registro de personal de enfermería y control de pacientes internados en Sala, sin denunciar a servicio social la no concurrencia de personas allegadas a los mismos en los primeros tres días de internado o d) en su defecto, toma de conocimiento por Servicio Social de los pacientes internados para efectuar en estos casos las averiguaciones y notificaciones que correspondan.

De lo antes expresado, así como de lo informado por el Jefe de Estadísticas y la Dra. S. (conf. ap. 1, punto a, iv) puede advertirse claramente –tal como lo destacara ut supra- la existencia de una serie de procedimientos que si bien no se encuentran estrictamente relacionados con la atención de la salud hacen a la operatoria normal del hospital en su faz administrativa, cuyo cumplimiento coadyuva a asegurar la regular prestación del servicio de salud en su conjunto, encontrándose –insisto- dentro de los deberes y obligaciones expresos o razonablemente implícitos. 

 
Sin perjuicio de lo cual, entiendo que la referida averiguación y notificación del estado de salud a los familiares o allegados del paciente internado –en los casos cuya necesidad se imponga- ha de ser desarrollada por el establecimiento sanitario de acuerdo a los medios razonables con que cuente el servicio, por lo que si su gestión excediere las herramientas de que dispone, deberá –a todo evento- dar intervención a las autoridades policiales o judiciales competentes.

Por ello, en las particulares condiciones fácticas antes referidas y a la luz de la operatoria administrativa empleada por el nosocomio en casos como el de autos, el agravio de la Comuna en orden a que no le correspondía al hospital ubicar a los familiares del Sr. V. se ve ciertamente desmerecido, en la medida en que dicha tarea se encuentra –en el caso- lógica y razonablemente vinculada al servicio de salud que presta y del cual resulta un complemento inescindible. 

Dicho temperamento, a mi juicio, es el que mejor se aviene a los principios y derechos que informan el derecho a la salud desde una perspectiva integral de la persona. 

Solo a modo ilustrativo, cabe señalar que la Municipalidad de Vicente López informa -en su página de internet- los derechos del paciente, entre los cuales, se menciona que cada paciente tiene el derecho de que un miembro de su familia y su médico sean notificados inmediatamente de su ingreso al hospital. En similar sentido, la ley 2611 de la Provincia de Neuquén establece que “…Siendo la familia para el paciente una instancia de necesario soporte para el mantenimiento de la salud y más aún un apoyo afectivo y moral en la enfermedad y el dolor, corresponde al servidor público no permanecer ajeno a tal relación e integrarla a la atención.” (art. 4 inc. m). Por su parte, la Declaración para la Promoción de los Derechos de los Pacientes en Europa de 1994 (Organización Mundial de la Salud- Oficina Regional para Europa) se ha indicado que: “Los pacientes tienen derecho a disfrutar del apoyo de sus familias, parientes y amigos durante el curso de los cuidados y tratamiento y a recibir apoyo espiritual y orientación en todo momento”.

Cabe destacar la relevancia –en un caso como el de autos- de anoticiar a los allegados de la internación por diversos factores, ya sea por la importancia de las consecuencias que la dolencia en cuestión puede acarrear en la vida de una persona y por la colaboración y sostén que aquellos pueden prestar durante su estadía en el establecimiento y con posterioridad, como también por el hecho -no menor- de que ello implica informarles acerca del diagnóstico y prognosis de la enfermedad, dándoles la posibilidad de eventualmente, ejercer en tiempo y forma su derecho a optar -asistidos por el profesional médico- entre distintas alternativas para su tratamiento –si ello fuere fácticamente posible- y sobre todo, pues les otorga la oportunidad de proceder –eventualmente- al traslado a otros centros de atención y con profesionales de su libre elección.

6°. Sentado entonces que, en las particulares circunstancias de autos, se encontraba razonablemente implícita dentro del contexto de las obligaciones derivadas de la atención de la salud la tarea de ubicar –en la medida de lo posible- a la familia del Sr. V.; corresponde examinar si, dado ese marco, el servicio funcionó en forma irregular o, directamente, no funcionó (art. 1112, C.C,).

En esa inteligencia, corresponde señalar que las declaraciones de los agentes intervinientes efectuadas en sede administrativa –asistente social, enfermeros, Oficina de Internación- no arriman mayor claridad acerca de lo efectivamente ocurrido en el caso en punto al momento en que el Servicio Social tomó conocimiento del paciente V.. Nótese que existen contradicciones en ese aspecto entre las distintas áreas y servicios del Hospital en el marco del sumario administrativo. La Oficina de Gestión de Internación, en su descargo, señaló haber informado al Servicio Social de la asistencia de esta persona a las 48 hrs. del ingreso y que esperó respuesta de ese servicio, que no fue recibida en forma inmediata (fs. 66). Por su parte, el Servicio Social refirió haber tomado conocimiento del caso del Sr. V. aproximadamente el día 24/4/03 para evaluar en sala. Además, cabe recordar que el Sr. Agente Fiscal sostuvo que no se encontraba configurado el tipo penal respecto de la conducta que se le atribuyó a la asistente social, pues no se acreditó que ésta hubiese tenido la voluntad maliciosa de retardar sus tareas.

No obstante, entiendo que, a fin de evaluar la configuración de la falta de servicio, resulta suficiente la evidencia existente en la causa, en tanto logra exhibir acabadamente que el servicio en sí funcionó en forma defectuosa.

En ese sentido y más allá de las contradicciones antes reseñadas, se advierte en lo sustancial que hasta que comenzaron las gestiones de búsqueda por parte del Servicio Social transcurrieron aproximadamente diecinueve días (28/4/2003 entrevista con el  actor sin resultado positivo- conf. declaración Lic. B.).  

Además, las averiguaciones se prolongaron durante varios días más (hasta que el 6 de mayo de 2003 lograron contactar a la familia) situación a la que coadyuvó indudablemente la circunstancia de que no se tuvieron en consideración los datos que surgían de la documentación que el Sr. V. traía consigo al momento de ser internado en el Hospital de San Isidro (DNI y comprobante de depósito cuya copia obra a fs. 6). Esto último, en virtud de la registración errónea de las pertenencias del actor, sumado a la deficiente comunicación entre las distintas áreas del hospital, en particular, entre las que tenían conocimiento concreto sobre las pertenencias del actor –enfermería- y las que debían procurar obtener información atinente al punto –servicio social-.

En definitiva, si bien asiste razón a la apelante en cuanto a que fue el personal del establecimiento público quien logró contactar a la familia del Sr. V., no es posible soslayar que en el caso concreto la demora es imputable al servicio, que funcionó en forma irregular por las razones ya expresadas, las que, de no haber existido, hubieran permitido una pronta notificación a la familia. Es decir, el servicio funcionó, pero en forma tardía y es ello lo que se le endilga a la comuna.

7°. Por otra parte, entiendo que el argumento de la apelante en torno a la alegada imposibilidad de dar aviso con fundamento en la cantidad de pacientes internados en el nosocomio se ve desvirtuado por el hecho de que la búsqueda de familiares por parte del personal de aquél resulta exigible, en principio, en determinadas situaciones particulares –como se afirmó precedentemente- y no en todos los casos del universo de personas internadas. 

Además, es fundamental considerar que tampoco se ha acreditado que en esa oportunidad, el Hospital o el Servicio de Asistencia Social, en particular, se encontraren excedidos o sobrecargados en sus funciones por una afluencia de público más numerosa que la normal o por alguna situación excepcional que impidiera el inicio de las gestiones con mayor celeridad –vgr. emergencia sanitaria, accidente con numerosas víctimas graves, etc.-. 

8°. Si bien a mi juicio lo antes analizado resulta suficiente para configurar en el caso la aludida falta de servicio, cabe subrayar que los agravios esgrimidos por la parte demandada en orden a que la presunta búsqueda efectuada por los familiares –de haber existido- fue negligente, inadecuada e inoficiosa también resultan inatendibles.

Es que, amén de que en el caso de autos se observa que se han efectuado diversas diligencias (denuncia de averiguación de paradero, publicación en medios gráficos y radiales, denuncia de secuestro –de acuerdo a la información que se había recibido- habeas corpus) y, que en cuanto a la búsqueda en los hospitales, existen indicios en cuanto a que personas allegadas al Sr. V. habrían obtenido una respuesta negativa, lo cierto es que la responsabilidad que se le imputa a la Comuna –en relación con el Sr. V.- se centra en los derechos y obligaciones que se derivan de la “relación hospital-paciente”, no siendo en tal perspectiva determinante, la conducta efectivamente asumida por los parientes del sujeto internado. 

 9°. Como sostuve precedentemente, en un caso de las particularidades del de autos, la falta de servicio se configura fundamentalmente por la demora en la citación de los allegdos a pesar de contar con los elementos para ello y encontrarse en una mejor posición para hallarlos que aquellos. En ese sentido, pareciera -cuanto menos- contrario al sentido común invertir las cosas, de modo tal de eximir al hospital de su responsabilidad y endilgársela al entorno familiar por una búsqueda diligente que a la postre resultó infructuosa, pues es innegable que quien se encontraba en mejores condiciones para gestionar y ubicar –en este particular caso- el domicilio de la familia era el establecimiento sanitario. 

10°. Finalmente, entiendo que no corresponde pronunciarse sobre la alegada responsabilidad del Poder Judicial y de la Policía de la Provincia de Buenos Aires pues el Estado Provincial no ha sido traído a juicio como tercero por parte de la Municipalidad.

11°. En virtud de todo lo expuesto y, en lo sustancial, establecida la innecesaria demora de aproximadamente un mes –atento la existencia de medios razonables a disposición del servicio y las particularidades del caso- para ubicar a los allegados del actor, deviene forzoso examinar la relación de causalidad entre el daño reclamado y la falta de servicio acreditada.

En tal sentido, la Suprema Corte de la Provincia ha señalado reiteradamente que: “…para establecer la causa de un daño es necesario hacer un juicio de probabilidad determinado que aquél se halla en conexión causal adecuada con el acto ilícito, o sea, que el efecto dañoso es el que debía resultar normalmente de la acción u omisión jurídica, según el orden natural y ordinario de las cosas (art. 901 CC). Vale decir que el vínculo de causalidad exige una relación efectiva y adecuada (normal), entre una acción u omisión y el daño: éste debe haber sido causado u ocasionado por aquélla (arts. 1068, 1074, 1109, 1111, 1113, 1114, del Código citado; conf. causas Ac. 41.868, sent. del 26IX1989; Ac. 43.168, sent. del 23IV1990; Ac. 43.251, sent. del 26II1991; Ac. 44.440, sent. del 22XII1992; Ac. 49.964, sent. del 2XI1993á; Ac. 49.478, sent. del 14VI1994; Ac. 55.133, sent. del 22VIII1995; Ac. 58.142, sent. del 24IX1996; Ac. 55.404, sent. del 25III1997; Ac. 68.799, sent. del 26X1999; Ac. 66.336, sent. del 2VIII2000; Ac. 71.453, sent. del 7II2001; Ac. 70.056, sent. del 21III2002; Ac. 81.298, sent. del 11VI2003; Ac. 87.410, sent. del 9VI2004; Ac. 88.305, sent. del 3VIII2005)” (conf. SCBA, causa L. 88.330, "C., E. contra Fisco Provincia de Buenos Aires. Indemnización daños y perjuicios" del 31/8/2007). 


Asimismo, la teoría de la relación causal adecuada parte del distingo entre causa y simples condiciones; no es causa cualquier condición del evento, sino aquélla que es, en general, idónea para determinarlo; de allí que se consideren efectos o consecuencias del obrar del agente, los que se verifican según el curso ordinario de la vida. La causa adecuada produce efectos típicos; la causa fortuita o casual, efectos atípicos. No todos los acontecimientos que se suceden hasta la producción de un daño y que aparecen como antecedentes del resultado final, revisten la calidad de causa jurídica, pues si bien el orden natural se presenta como una serie indefinida de causas y efectos, a su vez productores de otros efectos, en una secuencia indeterminada, la causalidad jurídica requerida para la imputación de responsabilidad, encuentra un límite concreto cuando puede afirmarse que el daño sólo resulta una consecuencia remota del hecho imputado sin reconocer un nexo causal adecuado con éste (CC0202 LP 106418 RSD-59-7 S 3-4-2007, “Olivera, Luis A. c/ COTO CIC S.A. s/ Daños y perjuicios”).

12°. Bajo tales parámetros y en esas condiciones, he de adelantar que encuentro configurada en el caso la relación de adecuada causalidad entre el daño moral y el defectuoso funcionamiento del servicio que privó al actor de la colaboración, sostén y apoyo familiar durante su internación, aspecto que –de acuerdo a lo expresado por la perito médica a fs. 454- resultaba de importancia crucial dado su cuadro (arts. 901, 902 y concs. CC). 

En efecto, comparto lo decidido por el magistrado de grado en el sentido de que en virtud del tipo de patología diagnosticada al paciente, el mero transcurso del tiempo sin contar con sus seres queridos, es indicio del daño sufrido por el actor. En efecto, del informe pericial de la Dra. Soledad Elida Schiling, obrante a fs. 454, segunda pregunta, surge que resulta crucial la colaboración familiar para la evolución de un paciente con este tipo de patología. Además, a fs. 455 vta., en la respuesta nº 6, sostiene la experta que “La participación familiar es siempre de gran ayuda en estos casos ya que se constituyen en valiosos auxiliares de los enfermeros de turno…”.

En primer lugar, cabe recordar que el Alto Tribunal Provincial ha expresado que: “Debe considerarse el daño moral como la lesión a derechos que afecten el honor, la tranquilidad, la seguridad personal, el equilibrio psíquico, las afecciones legítimas en los sentimientos o goce de bienes, así como los padecimientos físicos o espirituales que los originen, relacionados causalmente con el hecho ilícito. En cambio no es referible a cualquier perturbación del ánimo" (SCBA, AC 78280 S 18-6-2003, “Paskvan, Daniel Federico c/ Policía de la Provincia de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios”).   

 En punto a la presunción de la existencia del daño moral y, por ende, a su procedencia, en los casos en que, como en éste, la comuna accionada infringió su deber de prestación integral de atención al paciente, no hay duda acerca de que la falta de diligencia en la búsqueda de sus allegados –contando con los medios adecuados al efecto- puede razonablemente provocar en el damnificado intranquilidad y sufrimientos. Tal circunstancia ha de tenerse por demostrada por el solo hecho de la acción antijurídica y, es en definitiva al responsable de ésta a quien incumbe acreditar la existencia de una situación objetiva que excluya la posibilidad de un daño moral (cfr. SCBA, B. 52174 S 22-XI-2006 y criterio similar en la causa B. 61.148, "C. , H. L. c/ Provincia de Buenos Aires (Instituto de Previsión Social). Demanda contencioso administrativa" del 18/6/2008 –voto Dr.Hitters por la mayoría-). Siendo su naturaleza de carácter resarcitorio, no se trata de punir al autor responsable, de infringirle un castigo, sino de procurar una compensación del daño sufrido (art. 1078 Cód. Civ.) y su estimación se encuentra sujeta al prudente arbitrio judicial, no teniendo por qué guardar proporcionalidad con el daño material, pues no depende de éste sino de la índole del hecho generador. (SCBA, AC 78280 S 18-6-2003, “Paskvan, Daniel Federico c/ Policía de la Provincia de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios”).

Asimismo, se ha afirmado que entre las orientaciones fundamentales que se perfilan respecto del concepto de daño moral, se encuentra aquella que adopta como criterio la existencia y naturaleza del resultado de la violación del derecho y del interés ligado al bien protegido. En esta concepción –que comparto-, el daño moral radica en las repercusiones anímicas o espirituales de un hecho que engendra responsabilidad civil. Es suficiente que se lastime alguna “afección legítima”. Entre otras cuestiones, se afirma que el interés de afección debe ser legítimo, es decir, apoyarse en un sustento axiológicamente positivo, según las valoraciones normalmente aceptadas dentro de la comunidad. Esto es, de acuerdo a parámetros de regularidad y normalidad que pongan de manifiesto que el interés extrapatrimonial invocado es digno de tutela por el derecho (conf. Zavala de González, Matilde “Daño Moral por lesión de bienes patrimoniales”, publicado en La Ley, 1985-B, 968 - “Responsabilidad civil, Doctrinas Esenciales, Partes General y Especial”, Félix Trigo Represas –Director-, Tomo III, pag. 3 y sig., Editorial La Ley).

Sentado ello, he de anticipar que la queja relativa a que no se encuentra probado en autos cual ha sido el perjuicio que sufrió el actor por la falta de contención y asistencia familiar resulta inatendible habida cuenta del propio contexto fáctico y jurídico reseñado. 

Precisamente, las condiciones particulares por las que atravesaba el actor en la emergencia, especialmente, el tipo de dolencia que sufría, imponían, con mayor razón, el apoyo y sostén familiar, del que fue privado ilegítimamente, durante el lapso en que se encontró internado (aproximadamente un mes). Dicha omisión, en el especial contexto en que se encontraba la salud del actor, no obstante no haberse prolongado por un período mayor de tiempo, posee virtualidad suficiente para exceder lo que podría denominarse un inconveniente trivial o tolerable. 

Así, tengo en particular consideración que se trataba de una persona de 62 años -al momento de los hechos- que sufre un accidente cerebro vascular en la vía pública, que lo deja hemipléjico (fs. 460), que es internado en un hospital, que no puede darse a entender, que carece de noticias de sus allegados, que el hospital contaba con elementos e instrumentos para localizar a sus familiares. 

Nótese, además, que de acuerdo a lo surge de la historia clínica, a partir del 25/4/2003 el demandante continuó internado “por motivos sociales” (conf. fs. 454 vta.), es decir, que no podía ser externado “por factores sociales (entendiendo como sociales la falta de familia o de una familia continente, una vivienda de gran pobreza a la que una persona de alta dependencia no puede ser restituida, la ausencia de medios económicos para lograr la subsistencia, alimentarse, …)” (fs. 455 vta.). Cabe subrayar una vez más que tal situación se debió a la deficiencia del servicio.  

He de señalar que el Sr. V. refirió al perito psiquiatra que se sentía abandonado porque su familia no sabía dónde estaba (fs. 459 vta.), así como también que durante su internación refirió angustia a la médica tratante (25/4/03, fs. 116), quien solicitó una interconsulta al Área de Salud Mental.

Resulta entonces evidente la afección de valores espirituales que son motivo de especial protección en el sistema jurídico, la protección de la dignidad y la salud psicofísica, como los ligados a la institución familiar (art. 14 bis, CN y 36, CP) y a la asistencia de los enfermos (vgr. art. 267, CC); aspectos que en la especie fueron soslayados y por lo tanto, merecen ser reparados (arts. 16 y 1078 y conc. del Código Civil). 

Por lo demás, debe desestimarse el planteo esbozado por el apelante en torno a que no se ha establecido que el origen de esos padecimientos fuesen los días que estuvo internado sin sus familiares, “teniendo en cuenta que el actor tenía una grave afección que lo mantenía inconsciente”. Ello, pues de acuerdo a lo sostenido precedentemente el hospital infringió una obligación implícita en la relación hospital-paciente, en el marco del servicio de salud integral que presta, que –en casos como el de autos- trasciende la situación de conciencia y voluntad en la que se pueda encontrar la persona internada.  

En efecto, la obligación de información a los familiares, implica que el hospital -en los casos como el de autos, en que resulte factible y razonable localizar a los allegados de los internados, por contar con elementos suficientes-, debe hacerlo de un modo regular y su proceder negligente o deficiente genera –en sí mismo- responsabilidad. 

A mayor abundamiento, cabe tener presente que si bien de la historia clínica y de las declaraciones efectuadas en el marco del sumario administrativo se desprende que el actor estaba desorientado en tiempo y espacio, que se encontraba somnoliento, que era difícil el interrogatorio, también surge que el Sr. V. obedecía órdenes, tenía respuesta verbal (9/4/03 fs. 108) aunque inentendible (11/4/03), que verbalizaba con dificultad (fs. 108) o que se encontraba lúcido (fs. 113 vta. el 16/4/03, fs. 114: 21/4/03) y que refirió estar angustiado a la médica tratante -25/4/2003- (116). 

Reparo en que, la jurisprudencia y la doctrina han reconocido la procedencia del agravio moral en personas sin discernimiento, ya sea por resultar menores o por alguna enfermedad (conf. Cam. Civil y Com, Mercedes, febrero 29 de 1996, “R.G.P. y M.R.” y Pizarro, Ramón D, “Daño moral causado a personas sin discernimiento”, Lexis Nº  0003/001336).

En definitiva, la demandada tampoco acreditó que lo ocurrido no hubiese logrado alterar o enturbiar el ánimo del Sr. V. de modo alguno (conf. SCBA, causa B. 52.174, "Mreued, Felix contra Provincia de Buenos Aires (Policía). Demanda contencioso administrativa" del 22/11/2006, conf. voto Dr. Roncoroni).

Como reflexión final atinente al punto, es dable recordar que: “La lectura de esa disvaliosa o perjudicial alteración del ánimo, que surge en los planos profundamente íntimos y subjetivos del espíritu de una persona (provocando muchas veces, congoja, desasosiego, angustia, desánimo, desesperación y lacerantes pesares en el "alma", por decirlo de alguna manera) se hace o se infiere, las más de las veces, a partir del mismo hecho dañoso, de sus circunstancias de modo, tiempo y lugar, así como de las circunstancias subjetivas de la víctima; de las cosas o bienes dañados; de las lesiones inferidas ora a la salud y a la incolumnidad corporal y hasta a la venustez de un sujeto, ora a su integridad psicofísica; de todo acto público o privado que conlleve objetivamente en sí mismo un ataque a la intimidad, la imagen, el honor u otro cualquiera de esos derechos que en haz configuran la integridad existencial de la persona.” (conf. SCBA, B 52174 S 22-11-2006, Juez RONCORONI (OP) en la causa “Mreued, Félix c/ Provincia de Buenos Aires (Policía) s/ Demanda contencioso administrativa”). 

El agravio de la Comuna respecto a la procedencia del daño moral en el caso debe ser, a mi juicio, desestimado.

13°. Sentado ello, corresponde expedirse en torno al agravio relativo a su cuantificación, el cual, desde mi perspectiva, debe prosperar.

Se ha dicho que: “Para la cuantificación del daño moral los jueces gozan de un amplio margen de apreciación, sin perjuicio de proceder dentro de un marco de razonabilidad y prudencia, sin incurrir en demasías decisorias para evitar que el reclamo se transforme en una fuente de enriquecimiento indebido o en un ejercicio abusivo del derecho.” (CC0203 LP 104792 RSD-54-6 S 12-4-2006, Acuña, H. Erminia y otros c/ Salafia, Roque Vicente y otros s/ Daños y perjuicios” y CC0203 LP 91020 RSD-128-6 S 16-8-2006, “Riera Liener c/ Galeano, Osvaldo y otros s/ Daños y perjuicios”). Y que: “La cuantificación del daño moral, tarea librada al arbitrio prudente de los jueces, debe ponderar la entidad, alcances y repercusión de la lesión o agravio en toda la esfera extrapatrimonial de la persona, comprensivo no sólo del dolor, sino también de las aflicciones, angustias y pesares, a los que el dinero puede compensar en cierta medida.” (CC0002 AZ 51084 RSD-175-7 S 6-11-2007, “E.R.D. y otra c/ E.R.D. y otros s/ Daños y perjuicios”). 

Además, que “…la pauta más trascendente para la cuantificación del daño es justamente, la real extensión del daño por el que se reclama y para valorarlo debe existir un notorio apego del juez a las circunstancias del caso a decidir, debe primar el predominio de los hechos concretos debidamente comprobados. En la especie, es que la apreciación de la magnitud de la aflicción moral y fundamentalmente su repercusión de un determinado hecho en una persona humana concreta es una de las estimaciones más difíciles de realizar.” (conf. CC0001 LM 623 RSD-33- S 2-12-2004, “Pintos, Rufino c/ Auchter, Enrique y otro s/ Daños y perjuicios”).

Finalmente, es preciso señalar que “…en cuanto a la determinación del monto de indemnización por el agravio moral padecido, conforme al principio de la carga interactiva y dinámica de la prueba, corresponde, en general, supeditarlo a la demostración que sobre la magnitud del mismo efectúe el peticionante y, en tal caso, a la prueba en contrario de la demandada (doct. art. 375 del C.P.C.C., aplicable al caso en virtud de los arts. 77.1 y 78.3 del C.P.C.A., ley 12.008 texto según ley 13.101).” (conf. SCBA, causa B. 52.174, "Mreued, Felix contra Provincia de Buenos Aires (Policía). Demanda contencioso administrativa", ya citada.). 

En ese contexto, considero que la suma otorgada en la instancia de grado resulta elevada a la luz de la entidad del hecho, del lapso que –en definitiva- insumió la situación de autos y de que finalmente el reencuentro familiar se produjo por la gestión llevada a cabo por el hospital comunal accionado. Por ello, propicio reducir el monto por daño moral a la suma de pesos diez mil ($ 10000), que considero compensa en forma suficiente el agravio sufrido por el actor. Y es que, no logro observar de la prueba agregada que los padecimientos espirituales sufridos por el actor no estuvieran suficientemente compensados con la suma que se propone; máxime cuando no se logró demostrar que el evento dañoso tuviera como efecto una consecuencia de gravedad extrema e irreversible. 

14°. A continuación, corresponde ingresar en el examen del agravio relativo al reconocimiento de gastos para tratamientos psicoterapéuticos.

En ese contexto, es dable examinar si las consecuencias dañosas de índole psíquica (estrés postraumático) que se reclaman tienen como antecedente adecuado el evento de autos.

 En este sentido, la SCBA ha sostenido que: “Los perjuicios indemnizables por daño psíquico tienen sustanciales diferencias respecto del daño moral, las que van desde su origen (en un caso de tipo patológico y en el otro no), hasta la entidad del mal sufrido (material) uno, inmaterial el otro, con la consecuente proyección de efectos dentro del ámbito jurídico procesal en materia probatoria (el daño psíquico requiere de pruebas extrínsecas en tanto el daño moral se prueba en principio in re ipsa)” (SCBA, Ac. 69476, S 9-5-2001).

En igual orden de ideas, se ha expresado que: “La diferencia existente entre el daño psicológico y el daño moral no pasa esencialmente por el estado o la función, ya que ambos detrimentos los suponen. El daño psicológico tiene por objeto resarcir el menoscabo producido por el ilícito en los procesos mentales conscientes o inconscientes, con alteración de la conducta y de la voluntad; se trata de un daño indirecto, en tanto mal hecho a las facultades de la persona, de carácter patológico (art. 1068, Cód. Civil). Puede dar lugar a dos tipos de resarcimiento. Uno consistente en los gastos necesarios para lograr, en la medida de lo posible, la restitución de las cosas al estado anterior (arts. 1069, 1086 y su doct., Cod. Civ.). Otro, por su proyección limitante para las actividades del diario vivir, incluyendo las de carácter laboral (arts. 1068, 1069, Cód. Civil). En cambio, el daño moral supone la privación o disminución de aquellos bienes que tienen un valor importante en la vida del hombre y que son la paz, la tranquilidad de espíritu, la libertad individual, la integridad física, el honor y los más sagrados afectos; en síntesis, todo lo que se conoce como las afecciones legítimas a las que aludía el art. 1078 en su primitiva redacción (art. 1078 y nota al art. 2312, Cód. Civil). También aquí encontramos que se ha alterado un estado de la persona. Pero lo que se resarce no es sólo su modificación disvaliosa sino, además, su gravitación vivencial; lo que involucra no sólo su situación ante el mundo sino también su actuación en él, debiendo portar injustamente esa carga de angustia y la pérdida de energías a la que da lugar la falta de paz interior, proyecciones que son de naturaleza extrapatrimonial. En conclusión, dos son los elementos conceptuales diferenciales de estos rubros; su origen, patológico en un caso y en el otro no; y la entidad del mal sufrido, material uno, inmaterial el otro.” (CC0002 SM 47398 RSD-209-00 S 30-5-2000, in re “Toselli, Oscar y otra c/ Aznarez, E. Guillermo y otro s/ Daños y perjuicios”).

Considero que asiste razón a la Municipalidad respecto a este punto. 

Para ello, tengo especialmente en cuenta que el perito médico psiquiatra concluyó en que: “de la evaluación psíquica del actor y teniendo en cuenta los antecedentes médicos de autos se concluye que los síntomas depresivos que presenta el Sr. V. corresponden a un trastorno médico no especificado… debidos a enfermedad médica…” (conf. fs. 463 vta.). Asimismo, a partir de las explicaciones que le fueron requeridas por el apoderado de la parte actora, el profesional contestó que “no es necesario entrevistar nuevamente a los actores dado que clínicamente no se han constatado ninguno de los elementos nucleares PTSD (componente intrusivo ni conductas evitativas)” (fs. 478 vta.).

Dicha prueba, examinada conforme a las reglas de la sana crítica (art. 474, CPCC), me convence de que los síntomas depresivos del Sr. V. carecen de relación de causalidad adecuada con los hechos de autos, sino -en todo caso- debido a la enfermedad médica. 

En definitiva, es dable advertir que la parte actora no ha logrado acreditar que el invocado daño psíquico hubiese sido causado por su estadía en el Hospital de la demandada sin el sostén de sus familiares. 

Por lo demás, y ante el planteo del tiempo transcurrido desde el hecho y de que el actor fue internado en el centro de rehabilitación ULME donde fue tratado de estas dolencias, cabe precisar que la demandante ha omitido ofrecer prueba concreta sobre ese punto, ya sea pericial o consistente en el testimonio de los profesionales que lo entrevistaron en dos oportunidades en ese centro (ver HC, fs. 364), de modo tal de que ilustraran al tribunal acerca de su impresión diagnóstica a esa fecha y de que indicasen si en ese momento (mayo de 2003) advirtieron algún trastorno de personalidad o afección psíquica relacionada con el hecho de autos (art. 375, CPCC).

Frente a la ausencia de nexo de causalidad con la falta de servicio que se le imputa a la Comuna, la circunstancia de que en la actualidad se atienda con un médico psiquiatra (fs. 555 vta.) –aspecto que tampoco fue probado fehacientemente- carece de relevancia alguna a la hora de desvirtuar la conclusión a la que se arriba sobre el punto.

En consecuencia, propicio rechazar la procedencia de este concepto indemnizatorio.

15°. Como directa derivación de lo expresado en el apartado anterior, estimo que también debe desestimarse el rubro de tratamiento farmacológico, pues éste se encontraba ligado, de acuerdo a lo que surge de los puntos de pericia (fs. 44/46), a la existencia de una afección psíquica relacionada al evento debatido que, como ya se dijo, no se ha demostrado.

16°. Ahora bien, a continuación corresponde tratar el recurso traído por la actora con fundamento en que el Sr. Juez de grado rechazó la demanda respecto de las coactoras H. E. C. y P. N. V., en tanto aquéllas no acreditaron el vínculo que invocaron.

Cabe aclarar que las coactoras han planteado la inconstitucionalidad de la sentencia pues consideran que se ha violado su derecho de defensa por no expresarse en ella sus fundamentos. Entiendo que el vicio alegado debe ser enmarcado dentro del recurso de apelación, o en su caso, el de nulidad, que queda comprendido dentro del primero. En efecto, cabe recordar que el recurso de apelación comprende el de nulidad por defectos de la sentencia (art. 55 inc. 4º, CCA).

En ese orden, es dable señalar que si bien de conformidad con los términos del art. 163 del C.P.C.C. la sentencia debe considerar los términos de la relación procesal trabada y debe expresar los fundamentos y la aplicación de la ley al caso traído a conocimiento, sólo corresponde declarar su nulidad cuando ha sido dictada en violación a tales presupuestos y al principio de congruencia, siempre y cuando esas falencias no sean susceptibles de reparación a través de la función inherente a la vía de apelación (confr. similar criterio CC0201 LP, B 78.500 RSD-125-94 S 23-6-1994; CC0002 QL 511 RSD-67-96 S 9-10-1996 y esta Cámara en la causas nº 90 “Cibils Braga” del 5/5/2005, nº 779 “Elías Alicia Graciela y ots. c/ Municipalidad de La Matanza s/ proceso sumario de ilegitimidad” del 1/11/2007, nº 1134 “Schettino c/ Municipalidad de Morón” del 3/4/2008, entre otras), circunstancia esta última que –se adelanta- ocurre en el caso. 

En efecto, toda vez que los argumentos invocados por la recurrente poseen virtualidad suficiente para ser examinados en el recurso de apelación interpuesto, propongo desestimar el pedido de nulidad formulado en esta instancia y, en consecuencia, tratar los planteos articulados en el marco de la apelación.

17° Ello así, entiendo que las coactoras, a pesar de los esfuerzos argumentativos esgrimidos en la fundamentación del recurso, no han logrado probar el vínculo conyugal ni el paterno filial –que invocaron a lo largo del presente proceso- como prescribe el Código Civil, es decir, mediante las partidas de matrimonio y nacimiento respectivamente, ni han justificado la imposibilidad de presentarla en autos (conf. Art. 266 in fine y 375 CPCC y arts. 79, 80 y 197 del Código Civil, conf. SCBA, causa L. 86.645, "Barroso, María Daniela contra Bolsapel S.A. Cobro de pesos", voto Dra. Kogan –opinión sobre el punto-). 

Sobre el punto, cabe recordar que la doctrina ha referido que “título de estado de familia” en sentido formal en el derecho argentino es: “...el instrumento público o el conjunto de instrumentos públicos de los cuales resulta el estado de familia de una persona y que conforman la prueba legalmente establecida para acreditar ese estado.... El título de estado de familia es la prueba privilegiada de dicho estado, que habilita para ejercer todos los derechos resultantes de él sin otra obligación que la de exhibirlo. Se diferencia, pues, de la simple prueba del estado, en que produce efectos por sí mismo y únicamente puede ser privado de ellos mediante el acto jurídico o el ejercicio de la acción judicial cuyo progreso tenga por consecuencia el desplazamiento del estado de familia” (conf. Belluscio, Augusto César “Manual de Derecho de Familia”, Edic. Depalma, tomo I, págs. 48 y sig., 1988).

En virtud de ello, las alegaciones y declaraciones efectuadas en torno al estado filiatorio y matrimonial carecen de entidad suficiente a  efectos de tener por acreditado el título de estado de familia que invocan. 

Por otra parte, es preciso recordar que el art. 993 del citado Código sustantivo prevé que: “El instrumento público hace plena fe hasta que sea argüido de falso, por acción civil o criminal, de la existencia material de los hechos, que el oficial público hubiese anunciado como cumplidos por él mismo, o que han pasado en su presencia”. Así, la circunstancia de que el estado civil hubiese sido consignado en el poder general judicial otorgado o en otros instrumentos públicos no implica que dicha enunciación goce de plena fe. Y es que “El Oficial público da fe de los hechos cumplidos por él mismo o pasados en su presencia, pero no así de la sinceridad y veracidad de las manifestaciones de las partes efectuadas en su presencia, que no necesitan ser redargüidas de falsedad, pudiendo ser desvirtuada con una acreditación contraria” (conf. SCBA, L 85901 S 31-5-2006, “Fernández, Juan Eloy c/ Programas Médicos S.A.C.M. s/ Despido”).

Entiendo que asiste razón a la demandada en este aspecto puntual (conf. fs. 559/560), en tanto las aludidas partidas no pueden ser reemplazadas, a los efectos probatorios, por las declaraciones de las partes ni de terceros; máxime cuando no existe justificativo para su no presentación en autos.

A lo expuesto, cabe agregar que –en el marco de este proceso- el reconocimiento o no de la parte contraria, e incluso de testigos, respecto a la condición de cónyuge e hija que invocan las coactoras, resulta irrelevante a efectos de tener por acreditado el título de estado que alegan, a tenor de las claras disposiciones del Código Civil en lo que se refiere a la prueba del matrimonio y del nexo paterno filial. 

Asimismo, es pertinente subrayar que las manifestaciones sobre el aludido carácter efectuadas en el marco de los expedientes administrativos y judiciales que cita el recurrente no dejan de ser meras enunciaciones que, a la luz de las disposiciones sustanciales citadas precedentemente, resultan insuficientes a los fines de la acreditación en estos autos del vínculo jurídico que invocan y, en definitiva, de su oponibilidad erga omnes. 

Es dable recordar que autorizada doctrina ha expresado que: “….El título de estado de familia atañe a la oponibilidad del estado…. Título de estado es, pues, un concepto que admite una definición material y otra formal. Título de estado, en sentido material –o sustancial-, es el emplazamiento en un determinado estado de familia, constitutivo de relaciones jurídicas familiares. Título de estado en sentido formal es, en cambio, al menos en nuestro derecho, el instrumento público o conjunto de instrumentos públicos de los cuales emerge el estado de familia de una persona. Ambos conceptos –material y formal- están indisolublemente unidos. No hay emplazamiento sin título y por eso el emplazamiento es, sustancialmente el título. Diríamos: el emplazamiento se constituye por el título de estado. A la vez, ese título requiere determinadas formas –aspecto formal- que atañen a su oponibilidad…..el estado de familia se prueba –se acredita, se demuestra- mediante el título. Lo importante es preguntar si el estado de familia sólo se acredita o prueba con un título formalmente hábil. Aquí cabe distinguir: a) si se trata de la prueba del estado a los efectos de la oponibilidad erga omnes del estado como tal, se requiere inevitablemente el título, b) si se trata de la prueba de los presupuestos que dan origen a la constitución de relaciones jurídicas familiares, para la obtención del título, es decir, el emplazamiento en el estado, dichos presupuestos podrán acreditarse por otros medios probatorios. Como se ve claramente, en el supuesto b en realidad no se trata de la prueba del estado de familia sino de la necesidad de constituir el estado como tal. La obtención del título concierne al emplazamiento…en nuestro derecho, el estado de las personas físicas resulta de instrumentos o documentos inscriptos en el Registro de Estado Civil y Capacidad de las Personas….Sin la constitución formal del título no existe emplazamiento en el estado de familia” (Zannoni, E. A. “Derecho de Familia”, T. 1 Edit. Astrea, 1989, págs. 51 y sig.).

   18°. En el particular marco referido, la acreditación del vínculo familiar –en los términos en que fue alegado- era requisito ineludible para que las coactoras fueran titulares de la relación jurídica sustancial en que se sustenta la pretensión. Ello, con prescindencia de que ésta tenga o no fundamento (cfr. SCBA B. 65861, S. 10-10-2007, entre otras). 

 
Es que, si bien como criterio general, participo de la idea de que del ordenamiento jurídico no surge que quien reclama en virtud de un derecho que invoca como propio deba necesariamente tener algún vínculo jurídico que lo una a la víctima; en este supuesto por la entidad del hecho dañoso, la acreditación del vínculo resulta inexorable (cfr. art. 1079 del Código Civil).

 
19º. Por lo demás, tampoco las coactoras han logrado acreditar el pretendido daño psíquico y los gastos farmacológicos  derivados de aquél. 

Entiendo que la prueba pericial psiquiátrica practicada, de la que no hallo mérito para apartarme, resulta clara en cuanto a que, al momento de la evaluación, las demandantes no presentan psicopatología y que no presentan indicadores de patología psíquica. Expresó el profesional que: “en la evaluación psiquiátrica actual de las actoras no se detectaron trastornos psíquicos relacionados con el hecho de autos ni sintomatología que reúna los criterios diagnósticos generales para un trastorno psíquico. Es decir que en la evaluación clínica no se encontró un patrón persistente de comportamiento apartado de las expectativas culturales y que le provoque, además, un malestar clínicamente significativo con un deterioro social, familiar y laboral. No se constató depresión, angustia o ansiedad vinculada con el hecho de marras. No se evidencian mermas en sus diferentes áreas de despliegue vital” (fs. 463 vta.). 

20º. Para concluir, resulta conveniente aclarar que el Sr. V. posee familia –en el sentido amplio y coloquial de la palabra-; circunstancia determinante para establecer que, en el caso, la conducta irregular del nosocomio genera un daño que resulta indemnizable.  

En efecto, si bien no se ha acreditado el parentesco invocado en los términos que establece la ley, no es posible soslayar que ha quedado probado en autos que había personas -que manifestaban pertenecer al entorno familiar del Sr. V.- que al ser contactadas por el hospital, respondieron al llamado, apersonándose en el lugar y retirándose con el actor. 

Así, ha quedado demostrado en el caso que el Sr. V. fue privado –en concreto- del sostén familiar que en forma genérica se estableció como necesario en la pericia médica. 

Es decir, la responsabilidad con relación al Sr. V. se generó a partir de la demora en actuar de este deber secundario del hospital para con el paciente consistente en efectuar las gestiones –razonables- tendientes a hacer saber su estado de salud a la familia.
En ese orden, cabe precisar que la existencia de un núcleo continente o personas a quienes contactar es presupuesto fáctico necesario e ineludible para la propia existencia y exigibilidad de la aludida obligación del nosocomio respecto del paciente y, consecuentemente, de los daños que su cumplimiento irregular genera en aquél. 

En definitiva, la circunstancia de que hubiere personas -que prima facie y en un sentido amplio pertenecían a su familia- que indagaban acerca del paradero de V. y que acudieron cuando fueron convocados por el Hospital, resulta suficiente a efectos de sustentar, desde la perspectiva subjetiva de V., el derecho que como paciente -en su relación jurídica con el Hospital- le asistía y que –como se ha expresado- fue vulnerado.

Si bien la existencia de estas personas que lo estaban buscando presupone que se vulneró el derecho del paciente a que se cite a sus allegados, ello no resulta suficiente a efectos de sustentar el reclamo resarcitorio de las coactoras.

Y es que, tal conclusión no puede extenderse sin más a las Sras. C. y V., quienes si bien alegaron ser la esposa e hija no acreditaron en legal forma el título de estado que ellas mismas invocaron y, en cuyos términos, quedó trabada la plataforma fáctica del caso.

En ese marco, y más allá de no haber acreditado el vínculo jurídico familiar que invocan, es necesario precisar a mayor abundamiento que tampoco demostraron haber padecido el daño psíquico que reclaman ni los gastos farmacológicos derivados de aquél (Conf. pericia médica). Por lo demás, el daño moral pretendido encuentra como obstáculo el límite legal establecido en el art. 1078 -1era. parte- del Código Civil. En efecto, en principio, en casos como el autos, los damnificados indirectos carecen de derecho a la reparación del daño moral en virtud de lo previsto por el art. 1078 del C.C. que prevé que la acción por indemnización del daño moral sólo competerá al damnificado directo, en el caso, el Sr. C. F. V., quien ha sido la víctima inmediata del hecho. Por lo demás, cabe recordar que el ordenamiento positivo reconoce excepcionalmente la reparación del agravio moral a los damnificados indirectos en las circunstancias previstas por los art. 1078 in fine y 1080 del C.C., que no resultan las de autos. 

21°. En virtud de todo lo que he expuesto, propongo a mis colegas 

(i) admitir parcialmente el recurso de apelación articulado por la parte demandada y desestimar el planteado por la actora y, en consecuencia, 

(ii) confirmar la sentencia recurrida en cuanto hace lugar a la demanda promovida por C. F. V. contra la Municipalidad de San Isidro y en tanto condena a ésta a resarcirlo en concepto de daño moral, conforme a los argumentos expresados en los considerandos 5, 6, 7, 8, 9, 10, 11, 12 y 20.

(iii) modificar la decisión de grado en lo que respecta a la suma reconocida al Sr. V. por dicho rubro, cuya reducción a la de pesos diez mil ($ 10.000) propicio, pues entiendo que compensa en forma suficiente el agravio moral sufrido por el hecho debatido en autos, de acuerdo a las razones esbozadas en el considerando 13. A dicha suma, deberán adicionarse los intereses fijados en la sentencia de primera instancia desde la fecha allí determinada hasta su efectivo pago.

(iv) revocar la sentencia recurrida en cuanto reconoce los rubros correspondientes a “tratamiento psicoterapéutico” y “gastos farmacológicos” pedidos por el Sr. C. F. V., por los motivos desarrollados en los considerando 14 y 15; 

(v) confirmar la decisión apelada en cuanto rechaza la pretensión resarcitoria articulada por las coactoras P. N. V. e H. E. C., por los fundamentos expresados en el voto en los considerados 16, 17, 18, 19 y 20.
 (vi) disponer que las costas de ambas instancias sean impuestas por su orden de acuerdo a lo dispuesto por el art. 51 del C.C.A., difiriendo la regulación para su oportunidad (art. 31, dec. Ley 8904/77). ASÍ VOTO.


Los Sres. Jueces H. Jorge Echarri y Jorge Augusto Saulquin adhieren al voto que abre el acuerdo, por idénticos fundamentos.


Con lo que se dio por terminado el acuerdo, dictándose la siguiente 


SENTENCIA


Por las razones expresadas en el acuerdo que antecede, el Tribunal RESUELVE: 

I. Admitir parcialmente el recurso de apelación articulado por la parte demandada y desestimar el planteado por la actora y, en consecuencia, 

II. Confirmar la sentencia recurrida en cuanto hace lugar a la demanda promovida por C. F. V. contra la Municipalidad de San Isidro y en tanto condena a ésta a resarcirlo en concepto de daño moral, conforme a los argumentos expresados en los considerandos 5, 6, 7, 8, 9, 10, 11, 12 y 20.

III. Modificar la decisión de grado en lo que respecta a la suma reconocida al Sr. V. por dicho rubro, la que se reduce a la de pesos diez mil ($ 10.000), pues compensa en forma suficiente el agravio moral sufrido por el hecho debatido en autos, de acuerdo a las razones esbozadas en el considerando 13. A dicha suma, deberán adicionarse los intereses fijados en la sentencia de primera instancia desde la fecha allí determinada hasta su efectivo pago.

IV. Revocar la sentencia recurrida en cuanto reconoce los rubros correspondientes a “tratamiento psicoterapéutico” y “gastos farmacológicos” pedidos por el Sr. C. F. V., por los motivos desarrollados en los considerandos 14 y 15; 

V. Confirmar la decisión apelada en cuanto rechaza la pretensión resarcitoria articulada por las coactoras P. N. V. e H. E. C., por los fundamentos expresados en los considerados 16, 17, 18, 19 y 20.
VI. Disponer que las costas de ambas instancias sean impuestas por su orden de acuerdo a lo dispuesto por el art. 51 del C.C.A., difiriendo la regulación para su oportunidad (art. 31, dec. Ley 8904/77). 

Regístrese. Notifíquese en los domicilios constituidos a fs. 537 vta. y 547. Oportunamente, devuélvase.
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